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1 N T R o D .u c c ·I o N • 

Resulta obhgado y conveniente como en todo estudio, que en la presente tesis 
se expongan los antecedentes de su elaboraci6n y los particulares prop6sitos 
dentro de su fonnulaci6n, para poner de manifiesto las razones de su estruct_!! 
ra. 

El presente estudio que pretendemos realizar es el siguiente: "EL ARTICULO 14 
CONSTITUCIONAL COMO.GARANTIA EN EL PROCEDIMIENTO PENAL", y el cual esta divi­
dido en tres capítulos. El Primero intitulado Las Garantfas Individuales, ta!!! 
bién llamados Derechos del Gobernado, Derechos Fund~mentales y Derechos·Públi 
cos Subjetivos. ·si como se. ha afirmado todas las constituciones tienen un m.Q_ ·. 
mento racionalista, histórico y socfol6gico y que la norma fundamental de un 
pueblo COITXl expresi6n objetiva, debe estudiarse sin dividirla formalmente en 
las dos partes cUsicas que la componen,, la Orgánica y la Dogmática entendié.!l 
dola como algo din5m1co, real, detallado en. referen~ia con·e1 valor d.e un pu! 
blo y principalmente como un producto. de la sociedad: Las reformas hechas a · 
nuestra Carta Magna dé 1917 son la prueba indubitable de que el deseo del go­
bernante mexicano es eJercer sus funciones dentro del orde~ nonnativ~ que el 
pueblo libremente se ha dadÓ y ceilir, por tanto, todo acto de gobierno a las 
aspfraciories y deseos que en su beneficio,.el pueblo como titular de la sobe­
.ranfa, se ha fijado. 

Si ·nuestros tiempos se caracterizan P.Orque lo único permanente en él,' es el -
' ' 

cambio, nuestra Consti~ución se significa por su dinamismo~ que la ratifica -
en su fundamento y s.upremada del orden jurfdico que nos rige. Tiene un .pensa­
miento formado con ideas universales e ideas surgidas de nuestra propia pro-­
blem5tica •. Su contenido es de libertád, justicia y democritfco que se' ha ido 
ampliando de 1910 a la fecha, con el desentrailamiento de las realidades. naci.!!. · 
na les y las ideas ·.surgidas en torno a ella. Se rechazan interpretaciones, -­
asf como 'dogmas que desnaturalicen y adulteren lo que debe ser un genuino pro 
ceso •. Sin f6nnulas fnmutalü.cs, abierto a los descubrimientos del hombre y a­
la riqueza de la realidad nos orientan, en forma primordial, los Grandes .Obj!_ 
ti vos de Justicia y Libertad que constituyen la. base de. acuerdo a nuestro mo• 



do de pensar y el m6vil esencial de todos nuestros actos. 

Incorporamos a nuestro proceso todo aquello que de acuerdo a nuestras reali­
dades e idfosincracia puede servirnos y desechamos libremente por decisi6n -
del pensamiento aquello que es inaplicable o no susceptible de ser adoptado. 
Nuestro estado de derecho está estructurado en tal forma que es posible mod.! 
ficar con él, el actual orden social para lograr uno más jústo. La subordi- · 
naci6n de gobernante y gobernados al orden jurídico es, en sí, una garantfa 
para que hombres y grupos cuenten con un valor esencial en la'vida, es ade-­
más, en el caso de México, un principio que permite el avance. La Constitu­
ci6n como denominador común de todos los mexicanos hace posible el cambio de 
la vida social por la v'ia padfica legal. Nuestra Carta Magna no s61o es la 
nonna jurídica que rige la convivencia de .Jos mexicanos, sino. también una -­
síntesis hist6rica. 

La transformaci6n global e integral de la sociedad dentro de la (ey, .es pos.1 
ble, en virtud de que nuestro texto jurídico subordina la propiedad indivi-­
dual al interés supremo de la naci6n y de la colectividad, garantizando así 

. . ' 

plenamente los derechos públicos subjetivos. Con nuestros principios consti· 
' ' ' -

tucionales es posible lograr nuevas y más amplias fonnas de justicia y liber 
tad en un estado de Derecho depurando y perfeccionando nuestras institucio~­

nes democráticas, afirmando la posibilidad de realizar las grandes transfor-. 
maciones que en lo~ momentos actuales requiere el pafs por la vfa legal, la 
previsf6n de nuestros constituyentes sustenta no s61o la actualidad de los -
grandes objetivos sociales consignados en 19l7, sino. también el empleo de~­
.los· medios id6neos .para hacerlos efectivos en.la complicada sociedad de nue1. 
tros días¡ en este marco jurídico, las condiciones .objetivas de la sociedad 
mexicana.brindan perspectivas para un decisivo momento que exige por igual -
consolidar las realizaciones obtenidas para poder avanzar. 

En cuanto al Capftulo Segundo que se refiere al proceso penal, podemos decir 
que los historiadores del· Derecho hacen referencia al proceso ~nal en la an . . .· -
tfgOedad grieg~,: .en Roma, bajo la República o el fm~rfo, entre los Genna--' 
nos; a la fusi6n de las culturas blrbaras y latina en el fuero juzgo¡ a la -

. . . . 
aparic16n de1 ~rtcho Ec1.esilst1co y con El los procedimientos. secretos y --



of1ciosos de la inquisición; a la legislación de la epóca monárquica en Espa­
i'la y luego, después de la conquista de los territorios del Nuevo Mundo; a la 
legislación de indias y finalmente; a los procedimientos posteriores a las ·d,!!. 
claraciones de independencia de los pafses latinoamericanos. 

En. este largo proceso de evolución histórica, el acontecimiento más relevante 
la aparición del Ministerio Público, quien lleva el peso de la acusación, se 
inicia lentamente y perfecciona en forma paulatina. Los jueces dejan de ser­
pesquisidores de oficio y la instrucción pierde su carácter unilateral inspi­
rada en el procedimiento inquisitorio, para convertirse en una verdadera con­
tienda· entre partes. La diferencia definitiva entre las funciones jurisdic-­
cional y perseguidora del delito, para nosotros, aunque in)ciada en la Constj_ 

. tución de 1857' no queda claramente precisada 1 hasta 1 a promulgación _de 1 a -­
Constitución de 1917. 

Frente a esa posición vertical y tajante de que uno acuse, el otro defienda y 

el juez. sea el regulador del proceso y el ·Sentenciador, se alzan en la actua-
, ' ' ' 

lidad com:f!ptos m!s humanitarios y suavizantes, mediante los cuales se piensa 
en que el juez debe tener también participación en _la instrucción bajo la - -
idea .de que debe coritribufr a la. investigación histórica de los acontecimien-. 
tos, y lograr en esa fonna q~e la sentencia sea más apegada a esa verdad y a 
la justici~, entendiéndose ésta como la ley lo establece. ·como luego se·verá 
nuestro Código Procesal admite fundamentalmente el principio de la separación 
de las funciones jurisdiccional y persecutoria.del' delito, esto es, de acusa­
ción y defensa, pero dá a los jueces ciertas facultades ilustratorias y .limi~ 
tadas, para normar su criterio. El procedimiento en ténninos generales es la 
'manera, la técnica, el camino o la vía a seguir en la consecusión de detenni-. ' ' . 
nado objetivo. Juridicamente el conjunto de actos sucesivos vinculados entre 
st, encadenados por una relación de causa efecto, con los que es construfdo -

' . . ' . 
el proceso, o bien la. forma o manera prevenida en la ley para realizar cada ;.; 
uno de estos ac:tos. Consiguientemente,el procedimiento penal es esencial. y -
fundamentalmente probatorio. pruebas pará la comprobación del" cuerpo del deli 
to, pruebas en relación con la presunta responsabilidad, pruebas para dictar. 
el auto.de fonnal. prisión, pruebas en el perfodo de instrucción, pruebas en -
segunda instancia, pruebas respecto a .las excluyentes de responsabilidad, pru! . 



bas en relaci6n con la personalidad del imputado, pruebas en cuanto al monto 
del dano causado· por el delito, pruebas en cuanto a la capacidad econ6mica -

.. del acusado, pruebas para negar la responsabilidad penal, todo dentro del -­
marco del procedimiento, pero el gran problema del proceso penal consiste en 
la materialidad misma del delito •. Por regla general, el j.uez dispondrá de -
elementos suficientes para tenerla por acreditada respecto a la responsabilJ. 
dad penal, esto es, sobre la participación que el imputado haya tenido con -
los hechos investigados. También.por regla general carecerá de .Pruebas di-­
rectas. La responsabilidad penal se funda normalmente en indicios, en pre-­
sunciones, apoyadas por el dicho de los testigos y de pérítos que no son - -
siempre verídicos sea por errores sin culpa o por el deliberado propósito de 
faltar.a la ·Verdad, de· manera que la sentencia penal aún siendo apegada a la 
ley no siempre deja tranquila l.a conciencia del juez que la pronuncia .. Oe-­
trás de ella existe siempre.la posibilidad de un error judicial. Alguien ha 
dicho que e.l Derecho y el procediin1ento penal podrfan ser .perfectos si el -­
hombre no hubiera aprendido a mentí r. 

·El .desarrollo del tercer Capítulo lo vamos a concretar al estudio del Juí-­
cio de Amparb, hemos sostenido que la Constitución es el objeto primordial -· 

. y directo de la tutela del juido de Amparo en fUnción del agravio que por -, ' . . . 
·un acto de autoridad sufra el gobernado, circunstancia·que le atribuye su C!. 
rácter de medio de. control constitucional ,·pero además, la Ley Fundamental -
es la fuente del amparo, o sea el ordenamiento que lo establece o en do.nde -
se origina, por tanto, el juicio de amparo es una instituci6n constitucional. 

· Ahora bien, al implantar el amparo la Constitución se~ala los casos o hipót!· 
. sis en que procede, 1.os que por :ende configura'n su procedencia constitucional 
determinad.a en e 1 artfculo 103 de. nuestra ley Suprema vigente. Este precep;. . . 
to que corresponde al artfculo 101 de la.Constitución de 57 y que se reprod.!!. 
ce por el artfculo.primero de la 'ey de Amparo, es de capitalfsima importan­
cia en 1~ vida y funcionamiento del juicio de amparo> pue'sto que de él se el! 
riva todo su ser jurfdico pese a la consagraci6n lle sll procedencia constitu­
cional. El Juicio de Amparo protege no sólo toda la Constituci6n, sino .tam• 
bi~n el orden normativo secundario en general a trav~s de la garantfa de le­

galidad consagrada en los artfculós 14 y 16 de nuest~a ley Suprema siendo el 



elemento "autoridad'' uno de los conceptos centrales y bbicos de la proceden. 
cia del Juicio de Amparo. 

Independientemente de los medios jurfdicos de que los gobernados disponen en 
un estado de Derecho para hacer respetar el régimen constitucional y de leg-ª. 
lidad, por los gobernantes, medio que tiende a salvaguardar el sistema del -
Derecho Objetivo invalidando o previniendo los actos que lo lesionen. Para 
el gobernado es más útil por sus propios medios y naturales resultados valer 
se de un medio jurfdico de impugnación contra los actos autoritarios para -­
preservar su esfera jurfdica puesto que tal medio tiene como efecto inmedia­
to la invalidación del hecho violatorio y la restitución consiguiente del g.Q. 
ce y· disfrute del derecho infringido, en la generalidad de los casos satfSf! 
cho e.l interés del gobernado, como 'consecuencia del ejercicio del medio jurJ. 
dico de impugnación contra los actos de autoridad, poco importa al afectado 
exigir la responsal:ii 1 idad en que hubiere incurrido el funcionario ffsicamen­
te determinado,· con motivo de la comisión de la actividad violatoria-. 

Sin embárgo, por espfritu cfvico se impone exigfr responsabilida
0

d al funcio­
nario que haya perpetrado una falta.o delito en el desempeño de su cometido 
público, como medio de previsión de. ulteriores arbitrariedades y de repre- -

· sión. 



!'. 

CAPITULO I. 

GARANTIAS INDIVIDUALES, BREVE ALUSION HISTORICA. 

FRANCIA. 

No obstante que ya se perfilaba el jus-naturalismo como corriente política -­
para fijar las relaciones entre el poder público y los goberna~os en el sen--· 
ti do de que aquél deb.e siempre respetar y consagrar en el orden jurídico las 
prerrogativas inherentes a la persona humana, como la libertad, la propiedad, 
la seguridad jurfdica, etc., la realidad política presentó una notable oposi­
ción al pensamiento teórico. El despotismo y la autocracia sigúieron imperan_ 

· · ·do principalmente en Francia, cuyo régimen gubernamental se cimentaba eri un -
·sistema teocrático puesto que se. consideraba que la autor.idad monárquica te~:. 

nfa su or.igen y fundamento en la voluntad divina, por lo que se reconocía.a -
·. aquella comci absoluta~ esto. es sin ninguna limitac16n en ·su ejercicio'. Los -

reyes cometieron bajo estas condiciones, arbitrariedades sin fln, grábando al 
' . 

··pueblo con impuestos elevadísiroos para poder mántener los gastos exhorbitan:..-
tes de la corte real .y de la podrida y d~generada nobleza que contribuía a la 

• . extorsión popular. 

Ante esta. triste rea 1 i dad, surgen eri Francia important f simas corrientes po lí­
ticas en el siglo XVIII, las ,cuales pretendían proponer med.idas y reformas P! 
r.a acabar con el régimen absolutista, pugnando por el estable.cimiento de sis­
temas o formas de gobierno más pertinentes y adecuadas para conjurar el ·mal -
público~ Así aparecen los ffsiócratas, quienes abogaban por un marcado abs--

. tencionismo del Estado en lo concerniente a las relaciones sociales, las cua-. 
les deberian entablarse y desarrollarse libremente. Voltaire1'.propugnando -­
una mona~ufa:ilustrada y tolerante proclama la igualdad de todos los hombres 
respecto a los derechos natura les de Hbertad y protección legal. (1). . ' . ' . ' 

. ~, 

Lo.s enciclopedistas, principalmente .con Diderot. y D'Alambert, pretendieron -
reconstruir te6ricamente el mundo saneandolo de sus deficiencias, errores y -

(1).- Búrgoa Ignacio, El Juicio de Amparo, pág.52 Edici6n4a. Editorial 
Porrúa .. México. · 
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2. 

miserias, pretensión en la que pugnaba vehementemente por la consagración -
defil]itiva de los derechos naturales del hombre. .Esta última cuest.fón ape­
nas se vislumbra en la teoría de Montesquieu, cuya finalidad especulativa -
fundamentalmente tiende a elaborar un sistema .de gobierno que garantizara -
la legalidad y descartara la arbitrariedad o despotismo de las autoridades, 
habiendo formulado para ello su teoría de la división de poderes. (2). 

El pensador que sin duda alguna ejerció mayor influencia en la tesis juríd.i 
ca-política llevada a la práctica por la Revolución Francesa fue Rosseau -­
con su teoría del Contrato Social. A diferencia de. Inglaterra, en donde el 
constitucionalismo surge paulatinamente y sucesivamente merced a distintos 
hechos históricos, en .Francia de manera súbita y repentina se destruye el -
regirnen monárquico absolutista y ~e implanta uno nuevo, democrático, indivi 
dua]'ista y r~publ icano .. fue así como el pueblo' enardecido por la desgracia· 
de la opresión del favoritismo y de la iniquidad ejercidos por el gobierno, 

·rompió .los moldes jurídicos y polfticos de la Franc.ia absolutista, negativa 
de 1 ibertades. 

La Revolución France'sa provocó consiguientemente la convergencia de diferen 
tes factores, a saber, e.l pensamiento filoséfico político del siglo XVIII,­
pero el documento más importante que cristal izó el ideario de la Revolución 
Francesa fUe la lleclaración i1e los Derechos del Hombre y del Ciudadano de -

. · 1789. Su expedición fue precedida de importantes sucesos políticos que se 

desarrollaron desd.e la convocación ·a los llamados Estados Generales por el 
Rey, hasta el juramento de la mencionada declarac·ión en. la Asamblea Nacio-­

nal .• basta recordar que su redacción 'y discusión tomaron parte activa los -
más egregios políticos de Francia, contándose entre ellos a Mirabeau, Robe! 
pi erre; Mounier, Target, Lafayette, Etc. Se ha afirmado que dicha declara-

. ción tuvo su fuente de inspiración de la Doctrina del Contrato Social de -­
Juan J~cobo Roússeau; Jell inek, por su parte asegura que el orig.en de dicha 

declaración se descubre en las constituciones coloniales norteamericanas, -
ya que según· dicho autor, los forjadores del Código Fundamental francés tu­
·~ieron como modelo los mencionados ordenamientos, lo cual se desprende de -

{2).• Op. Cit. Pp. 54, 55. 



3. 

la notable similitud que eritre estos y aquél existe. Es evidente que las -
teorías de Rousseau lejos de ser Ja base, son contrarias a la Declaración -
de los Derechos del Hombre. Esta argumentaci6n es perfectamente exacta. La 
i~ea de Rousseau es la misma que la de Napoleón y la de Luis XIV, por lo -­
tanto la Declaración de los Derechos no es otra cosa que la consagración -­
del más absoluto individualismo, en ella el Estado apenas se deja ver. 

Rousseau presentó a la Declaración ciertas fórmulas de dicción, ejerció al­
guna influencia sobre el estilo del documento, pero los orígE!nes de éste sg_ 
gún. Jell inek, hay que il".los a buscar en la Revolución Americana. Basa su -
,argumentación el distinguido publicista alemán en la similitud de las decl! 
raciones americanas y francesas, en la circunstancia ·de haber sido .el Gene­
ralÚfayette quien en la Asamblea Constituyente prop~so la anexi6n de tal 
documentó. a la Constitución Francesa. La verdad es que entre las dos gran-• 
des revoluciones existió una :estrecha relación, un cambio constante y recí­
proco de ·ideas y principii:>s. Por lo tanto,· es necesario reconocer que am-,­
bos acontecimientos obraron poderosamente el uno sobre el otro. La Revolu-. 
cfón Americana sobre la Francesa, por su éxito y por la aplicad6n práctica 
de las teorías, la Francesa sobre la Revolución Americana POI". sus antecede!!_ 
tes, es decir, por las dodrinás de los filósofos y moralistas en.su mayor 
parte franceses. 

La Declaración de 1789 instituyó la ·democracia como sistema de gobierno, -­
afinnando que el origen del. poder público y su fundamental sustrato en el -

' . ' . ' ·, 

pueblo, .o sea la nación en la que se depositó la solleranfa, además contenfa 
un principio netarne.nte individualista y libertad. ·Individualista porque -­
consideraba a 1 individuo c<iino ef objeto esencial y único de la protecci6n -
del Es.tado y de sus instituciones jurfdicas, liberal porque velaba al Esta­
do toda. ingerencia en las relaciones entre particulares que no tuviese por 
objeto que el, libre desarrollo de la actividad individual perjudicara o da-: 
nllra los intereses de otro ,u ot.ros individuos; En s~ntesh de.sde el punto 

.de vista estrictamente jurfdico;;.polftico, la Decl.araci6n Francesa de 1789 -
con ten fa en sus diversos preceptos los siguientes principio~: demoer4tico ;L. 
individualista y liberal, basados estos dos últimos en una concepción neta­
mente· jusnatura 1 fsta. 

") 



4. 

Fue a rafz de la Revoluci6n Francesa· cuando qued6 defin1tivamente plasmado 
el princ1pio de legalidad, estableciéndose que nadie debfa ser castigado -
sino· en virtud de una ley anterior al delito, la cual se aplicaría según -
el p'rocedimiento legal: Nadie puede ser acusado, arrestado, ni pre$o, sino 
en casos previstos por la ley misma .. Desde entonces estos principios han 
sido casi universalmente aceptados. El sistema de menci6n y definici6n l~ 
gal y escrita de los Derechos del Hombre instituido en la Declaración Fran 
cesa fue adoptado por casi .la totalidad de los países civilizados, princi­
palmente por México desde que nació a la vida jurídica como Estado indepe.!!.. 
diente, por lo que concierne a las garantías o derechos' fundamentales del 
individuo. La Declaración Francesa encerraba como principales las siguie.!!. 
tes: ~a Libertad,· La Propiedad, Lll: Seguridad y La Resistencia a la opre- -
sión y como derivados aquell~s que se refierén a la materia penal y que -­
son análogos a los contenidos en los artfculos 19, 20 y 21 de nuestra Coni 
t ituc i vn • ( J) . 

Hauriou .nos hace .la siguiente reflexión: "La Declaración Francesa de 1789, 
no es una novedad absoluta.", La primera Declaración de derechos' de la ép~­
ca es la del Estado de Virginia, del .12 de junio. de 1776, pero la Constit.!!, 
ción Americana de 1798 no la contenía y la resonancia mundial corresponde· 
a la Declaración Francesa. 

Y en otra parte de su obra. Hauriou nos recuerda que la Revolución Francesa 
'más agresiva y en todo caso cargada de un mensaje más vigoroso y de. m§s -­
fuerza impelente, produjo antes sus frutos. (4). 

(3).- · Jui~io de.Amparo, Ignacio Burgoa, p§gs. 69-79, Cap. I, 12a. Ed. 1977, 

Editorial Porrúa. México. 

(4).- Derecho Constitucional e Instituciones·Polfticas, P&g. 59 André Hauriou. 



ESTADOS UNIDOS. 

Estados Unidos surgió como. nación unitaria de vida jurfdica independiente -
mediante una· federación cuyos documentos que fueron prevalecientes, Los Ar· 
tfculos de Confederación y Unión Perpetúa delinearon·su marco.a seguir, co­
mo lo comenta el Lic. Burgoa en su estudio multicitado. 

En relación con esto Jellinek comenta, citado por el Lic. Burgoa: "Las car· 
tas de Connecticut y Rhode Island,de 1662 y 1663 son constituciones escri-­
tas muy antiguas. En 1776 la antigua colonia de Virginia adoptó su consti­
tución particular siendo lo más completa, para que más tarde inspirará a la 
máxima. Constitución Federal Norteamericana.... Lo más importante de esta -
constitución consiste en el. catálogo de derechos (Bil l of Rights) donde se 
consiguieron las fundamentales prerrogativas del gobernado frente al poder 
público francés de 1789". (5). 

De las constituciones celebradas en las Colonias Británicas de Norteamerica, 
destaca· la. de Virginia porque consagra derechos fundamentales del individuo 
como la declaraci6n de igualdad legal entre los hombres. Además de estos -
derechos, en los estados particulares de la Un.ión Americana se pactó el • -
Habeas Corpus desde la época c~lonial y respetada· por la. Constitución Fede-. 
ral de los Estados Unidos de América. 

En esta exposición del maestro Burgoa se deja ver la influencia jurfdfca de 
Inglaterra, las in~orporaciones de. las colonias inglesas en América. En su 
transcurso histórico;.jurfdico se encuentran aspectos formales teniendo el -
principio de Ley Fundamental en cuanto a cada colonia que llev~ consigo un 
control de. las. autoridades pará 'cumplir las disposiciones emitidas~ Estas 
disposiciones eran conocidas como cartas en las que, las colonias· declaraban 
su clara autonomfa gobernativa. (6). . · , 

Las colonias inglesas reunieron los pocos recursos y combinaron sus esfuer­
zos en acción conjunta en contra dé Inglaterra. Para llegar a .este prop6sf 
to se expidieron los artfculos en los que se cancelliba.n 13 .colonias y éstas 
mb tarde fueron entidades federativas de la Onf6n Americana, para lo cual 
cada estado se despejó .de ciertas facultades fri~erentes y ·su soberinfa y -­
depositó. su ejercicio en un organiSmo llamado "Congreso de los Estados - --

(5).- Op. Cft. Pp. 99~ 

(6).- Op. Cft. Pp.100. 
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Unidos". 

En la Constitución de los Estados Unidos de 1787, no se observaba ningún -­
enunciado destinado a los derechos del gobernado, explicándose que el prop.Q: 
sito primordial fue el de convertir el régimen federal en federativo por m.!!_ 
div de una entidad jurídica y polftica. 

Dado que estos principios ya se encontraban inspirados en la~ constituciones 
locales, se entendió que constitufan un probl.ema meramente de los estados.­
Al entrar en vigor h constituci.ón federal se hicieron reformas a los men-­
cionados derechos elevándolos al rango de garantía n11cional, .los cuales es­
tablecen: La libertad religiosa, libertad de posesión y protección.de armas,· 

._la garantfa de libertad frente a actos que lesionen el domicilio y la pers.Q. 
na del gobernado; la garantfa de audiencia y de una justa indemnización en 
materia ·expropiatoria estando .concebida en los siguientes términos: "A na-­
die se le privará de la vida, .la libertad .o la propiedad sin .el debido pro­
·ceso legal, ni se ocupará la propiedad privada para uso público sin una jui -
ta indemnización". Estas enmiendas fueron propuestas y aprobadas en 1791 y. 
al terminar la guerra de secesión con el tr~.unfo .de los estados del norte,-· 
abolicionista de la esclavitud que prevalecia en los del sur, se incorpora-

. . . o . . . . 
ron a la constitución las enmiendas que instituyen la igualdad humana conc.!!_ 
bida en los siguientes términos: "Ni en los Estados Unidos ni eri cualquier 
lugar sUjeto a su jurisdiccidn habrá esclavitud ni trabajo forzado, excepto . 
corrio castigo de un delito del que el responsable haya' quedado debidamente ~ · 
éonvicto". · Todas 1 as personas nacidas o naturalizadas en los Estados Uni-­
dos y sometidas a su jurisdicción son ciudadanos. de los Estados Unidos y --

los estados en que residen. Ningún.estado podrá dictar ni dar efecto a_ cual 
quier ley que limite. a ;los priv.ilegios o inmuebles de .los_ ciudádanos de los 
Estados' Unidos. Tampoco p~drá esta.do alguno privar a cualquier persona de. 
la vida,· la 1 ibertad o 1.a propiedad sin el debido proceso legal, ni negar a . 
cualquier persona que se encuentre dent~o de los lfmites jurisdiccionales -
l·a protección dé las leyes, igualdad para todos.como se ve esta últilllil e~-- · 
mienda reitera la GarMtfa de Audiencia, imponiendo su observancia a toda -. 
autoridad~ (7)~. 

'(7).- Op. ·c1t. p.p. 1~2. · 
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En conclusión, la homogeneidad de los Estados Unidos fue la clave principal 
de realización cuyo ffn tuvo una mutua· defensa de sus intereses, en· la que 
cada estado de las 13 colonias competentes cedi6 ciertas facultades a una -
autoridad denominada "Congreso de los Estados Un.f dos", cuyo carácter fue '11i 
ramente consultivo. Su vigencia fue de existencia effmera, ya que más tar- · 
de, después de ser promulgada la Constitución de 1787, en la que se encuen­
tra referencia a los derechos del individuo o garantías del gobernado, se -
establecieron en el orden' de Garantfa Nacional. 

Este avance de la Constitución de los Estados Unidos es el logro de mayor -
trascendencia en relación con las garantías individuales, .toda vez que ha -
sido antecedente inmediato en cuanto a su fundamentación de los países latl. 
noamericanos. Claro está que cada país tiene un momento hist.órico y circun!_ 
tancias especiales para ubicar la procedencia de. los hechos que la motiva-­
ron, como es el caso de nuestra Constitución, en gue los pensadores en su -
debida época establecieron principios fundamentales y únicos, reconocidos - · 

. ,en nuestro derecho positivo .de mayor repercusión en los derechos públicos -
individuales. 

; ',,· 



B. 

HEXICO. 

Antecedentes mexicanos. 

Al iniciar el exámen de derecho nacional, es conveniente enfocar los aspec­
tos directos que dieron origen a las garantfas individuales. Se parte en-­
tonces de los puntos esencia.les sin perjuicio de abordar más ligeramente el 
orden cronológico. 

Lo que ahora se expone servirá para tener una idea general del ·individuo y 

su desenvolvimiento social, jurfdico y polftico, en rélaci6n con su~ autor.:!. 
dades y organismos estatales. En su devenir hist15rico, aparecen los mátices 
primarios de conocidos derechos del gobernado, como los derechos públicos -
individuales. 

Se encuentra en un principio individualista y liberal que. lo caracteriza y 

que aunque no tuviera su r~gimen consituciona 1 i sta en su preciso momento • .,. 
histórico fue un antecedente prirrordial que bajo los problemas acontecidos 
para su orfgen dieron la pauta para el reconocimiento de los derechos del -
gobernado, lo que trajo consig~ una trayectoriá jurídico social que alcanzó 
grandes matices para el desenvolvimiento de utros países. De Fran.cia prin­
cipalmente en cuanto a los Derechos Subjetivos' PGblicos. 

. . . . . 

En 1.os regímenes sociales que p~éced1eron a la Colad.ano se pueden descu- -
brir antecedentes de nue.stras garantfas indivi~uales, por lo que es imposi-. 
ble hablar de que el gobernado era titular de algún derecho público indivi­
dual frente al gobernante; 

Poste~i.onnente, en la Nueva Espaila, estuvo vigente la Legis1aci6n exÍ>edida 
por las Colonias de. América conocidas como Leyes de Indias, en la cual se -
encuentra una sfntesis del derecho hisp4nico y Ae costud>res jurfdicas .abo-. 
rfgen~s i con un cúllÍulo de diferentes cuestiones y en la que se advierten -­
prevenciones reales que dan una idea de la sit.uaci6n de los gobernados du-­
rante el régimen-espailol. 

Conforme. a :los 'si.Ice.sos hist6ricos que se desenvohieron surgi6 la tendenc~a 
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a establecer la igualdad polftica entre España y sus Colonias como se veri­
fica en el hecho trascendental de octubre de 1818, iniciado por el movimie!!_ 
to insurgente que expidi6 un decreto que declaró que los naturales de los -
dominios españoles de ultramar eran igualdades en derechos a los de la pe-­
nínsula, se refiere al respecto el Lic. Jorge Sayeg Helú, en su tomo I del 
estudio del Constitucionalismo Social Mexicano. 

"Dificil es encontrar en toda la historia constitucional, antecedente más -
rr:moto y completo sobre lo que sería la primerísima medida de carácter so--

. cial que tomara el Padre de la Patria, conviertiéndose en fiel intérprete -
de los sentimientos y anhelos de su oprimido pueblo: La abolici6n de la es­
clavitud. La primera condena pübl ica de esta infamante práctica para bene­
ficio de la humanidad entera, se encuentra en la manifestación proclamada -

.. de Don Miguel Hidalgo y las que bajo su influencia e insp.iraci6n la prece-;. 
dieron". (8). 

La Constitución de 1812, representó· para México un avance jurídico dejando 
España de ser un Estado absolutista para convertirse en una monarquía cons­
titucional despojando al rey del carácter de soberano que tenia y de la in­
vestidura de voluntad divina, considerándolo m&s tarde como.mero deposita-­
ria del poder estatal, reduciendo su potestad gubernativa a las funciones • 
administrativas y diferenciando· claramente éstas de las legislativas y jú-­
rjsdiccionales. 

La vida histórica de nuestro país se desarrol16 en dos direcciones que com­
prenden del periodo de 1810 a 1821 y parte de esta fe.cha. El más importante . . 

hecho fue la abolición de la esclavitud expedida por Hidalgo el 6 de diciem 
b.re de 1810. Más tarde se formó tina especie de asamblea constituyente den.Q 
minada Congreso de Anáhuac que el 6 de noviembre de 1813, expidió el Acta • 
Solemne dela Declaraci6n de la Independencia de América Septentrional y de­
clar6 la·disoluci6n definitiva del vínculo de dependencia con el trono esp! 
ñol. Después, el 22 de octubre de 1814, el mismo congreso emiti6 un tras-­
cendental documento jurídico-pal ftico denominado Decreto· Constitucional pa­
ra la Libertad de la América Mexicana, conocida como la Constitución de - • 
Apatzing&n, que contiene un capítulo especial dedicado a hs garantfas indi 

(8).- Sayeg HelO, Jorge.- El Constitucionalismo Social Mex. Edit. Cúltura 
y .c. Poli t. 1972. pp. 145. !léxico: 
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viduales que cita el Lic. Sayeg, dela obra anterionnente seilalada: 

"Pero no se trata del Decreto Constitucional de la América Mexi.cana, sino -
del Decreto Constitucional PARA LA LIBERTAD de la 11.irerica Mexicana, ello -­
quiere decir que la idea de libertad que se halló siempre presente en el -­
pensamiento del Congreso y en el de Morelos, d.e manera muy especial, no só­
lo uno de los derechos fundamentales al hombre integrantes de la Carta de -
1814, sino la t6nica general de ésta. El empleo de la palabra "Libertad" -
desde el t1tulo mismo del Decreto parece obedecer a ese doble propósito in­
surgente que constituye la meta misma del llK)Vimiento emancipador; la inde-­
pendencia de la Patria y el reconocimiento de los derechos del pueblo¡ la -
Libertad en el ámbito internacional y en el interno, la separación de la -· 
metrópoli y ·1a libertad del americano-mexicano como derecho fundamental a • 
su persona;'. (~). 

En el articulo 24 del referido decreto, hace una declaración general acerca 
de la relación entre los derechos del hombre, clasificados a modo dé la de­
claración .francesa y del gobierno se refutan en dic~a Constitución como el! 
mentas ·insuperables de respeto para el poder público como la obligación de 

. ser respetados en su integridad. La Constitución de Apatzingán influida -­
por los principios jurfdicos y filosóficos de la Revolución Francesa, consi 
dera' a los derechos del hombre superiores a toda organización estatal, cuyo 
gobierno, en ejerci~io del poder p0bl1co debe co.nsiderarlos intangibles, -­
pues. su protección no es sino la finalidad del Estado. Dice el articulo --
24 de :1a Constitución mencionada citado por el Lic. Burgoa: 

"La felicidad del pueblo y de cada uno de los ciudadanos consiste en el go-· 
ce. de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad. La fntegra conserva· -

· ción de· los gobiernos y el único fin de las asociaciones jurfdicasn· (lo). 

En·~l articulo 31 se encuentran derivaciones de antecedentes arÍUogos, ·re-­
g1Stradós en Inglaterra, Franchy en el Derecho· Fora 1 Espaflol y que mls -­
tarde fueron consagradas en nue~tros c6digos polftico·s, Dicha Constitución 

(9).- Op. Cit. Pp. 180 •. 

(10)~~ Op. Cit~ Pp. 119. 

,:·:: 
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fue Republicana, democrática, central, representativa y congresional si - -
bien destinada a desaparecer tan pronto como terminara la lucha, .tal como -
se advirtió en su momento hist6rico. 

Por decreto del 21 de mayo de 1823, el Congreso Constituyente Mexicano con­
vocó para la formación de un nuevo congreso y dió las bases para la. elección 
de los diputados que lo fuesen a integrar el 17 de junio siguiente a fin de 
integrar .el cuerpo legislativo a más tardar el 31 de octubre del año en men­
ción: En la diferencia aparecieron dos corrientes de estructuración polfti­
co-jurídica bien demarcadas y opuestas, El Centralismo, cuyo sostenedor fue 
Fray Servando Teresa de Mier, .y El Federalismo apoyado por don Manuel Cres-­
cencio Rejón. A decir verdad, en la Nueva Espafla existfa una verdadera des-

. centralización administrativa por lo que tocaba al sistema municipal, si es 
que se consideraba al enorme extensión del territorio nacional que era al -­
consumarse la !ildependencia de México, por lo que era factible gobernar a P.Q. 
bladores desde el centro por autoridades, puesto que muchas veces ignoraban 
las distintas realidades en las ·que al través de funciones diferent'es iban a 

. desarrol_lar su acción gubernativa. Como se ve desde un principio, a las pr.Q. 
vincias de la Nueva Españc}. se les reconoció por la Constitución Espaflola de 
1812 1 una_ verdadera autonomía o autarqufa' manejando sus asuntos interiores 
por medio de sus órganos popularmente representativos, siendo las di putacio · 
. . . . -

nes provisionales". Por lo que el Acta Constitutiva de 1824, obedeció más 
que nada a las tendencias autárticas de los menc.ionados organhmos provisio­
nales • 

. El Acta Constitutiva de la Federación del· 4 de octubre de 1824 contiene va­
rias expresiones normativas que se. incorporaron más tarde en las Leyes Su:-­
premas Federales de 1857 y 1917. Respecto al artfculo 123 de la Constitu-­

. ción de 1824, bajo el tftulo de "Reglas Generales a que sujetaran en todos. 
los Estados y Territorios de .la Federación la Administración_ de la Justicia" •. 

· se comprenden diferentes garantfas de "seguridad jurfdica en. favor del go-- . 
bernado~ tales com0, la prohibii:ión ·de penas trascendentales, la aplicacióry 
de los tormentos de legalidad para los actos de detención y registro de ca­
sas, papeles" u·otros efectos de los habitantes de la República",(artfculos 
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145 a 156), según lo explica el maestro Burgoa. 

Por el interés que representa es de reproducirse la rese~a hist6rica que -
sobre el particular expone la XLVI Legislatura del Congreso de 1a Uni6n, a 
través de su Tomo II en los Derechos del Pueblo Mexicano: 

"El Decreto Constitucional para la Libertad de América Mexicana, Const1tu­
ci6n en su capl'tulo V, los artkulos 24 a 40. que se. agrupan bajo el tftulo 
cie "De la Igualdad, Seguridad, Propiedad y Libertad de los cfodadanos", -­
que por su naturaleza propia es un verdadero cat&logo de libertades fndiv.i 

· dúales, ésto es de derechos del hombre.· Entre las virtudes de esta Ley -­
Fundamental merece destacarse desde luego este hecho: Elaborado en 1814,­
por un grupo de hombres. sin experiencia polftica y en medio de multitud de 
circusntancias adversas, incluye en su articula~o, como hemos mencionado, 
un verdadero catálogo de dérechos del hombre. La Constituci6n de Cádiz de 
1812, expresión primera en .Europa, .sin duda alguna, de liberalismo políti­
co, no llega a serlo y la Consti.tución Norteamericana de 1776, tampoco con. 
tiene un catálogo de derechos público's in.dividua les, toda vez que los. der! 
chos humanos se consignaron con mucha posteridad en 1791. En las primeras 
Diez Enmiendas a las Constituciones Polfticas que rigieron nuestr:o pafs: -
1824 y 1843, tampoco se consignan una enumeración met6dica, un· catálogo y 

tan sc5lo encontramos estos derechos, o por lo menos.algunos de ellos, dis! 
minados en el cuerpo de las leyes fundamentales, .con referencia a la admi­
niStracHin de la Justicia, principalmente. Hasta la Constitución de 1857, 
en cuanto se consigna, en un capjtulo especial y con criterio de método y 

sistema, la enumeración de los Derech-os del Hombre". (11). · 

Por lo que concierne a la Constitución de 1857, se hizo reconocimiento de 
los del'.'ec.tios del hombre, tomándose éstos como. la base y el objeto de las 
institucion~s sociales y declarando en consecuencia que todas las leyes y 

todas las autoridades del pafs deben respetar y sostener las garantfas que 
otorga la Constitución. (Artfculo 1°.). 

. . 

Se establece entre los mexicanos y los demás hombres de todos los pa1ses • 

(11) .- Derechos del· Pueblo Mexicano a través de sus Constituciones. C6ma­
ra de Dip. XLVI Legis. del Congreso de la Uni6n, 1967, Pp. 402, -­
Tomo II. 
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un vfnculo jurf dico en relación con los derechos del hombre, en lo que con­
cierne al análisis mismo de la Constitución en 1857, se advierte que los d! 
rechos del hombr.e podrán con todo derecho exigir se mantenga ileso en la -­
aplicación práctica de la Constitución puesto que el pueblo mexicano recon!!_ 
ce los derechos del hombre, lo que significa se les reconocen a todo hombre. 
sea nacional o extranjero y sea o no ciudadano~ Como se desprende así mis­
mo, de esta Constitución, el legislador y todas las autoridades del pafs -­
tienen la obligación de respetar las garantías que otorga la, Constitución,, 
es decir que n.o se deban convertir en sus actos, o sea no sólo deben respe­
tar sino llevar a cabo tales garantías impuestas a todas las autoridades -­
con el deber de procurar en su línea poner el remedio más .adecuado al que -
se. considere un ataque dirigido a éstas, sin olvidar las que se expidieron 
en diciembre de 1835, las llamadas Siete Leyes Constitucionales. La prime­
ra de las Siete Leyes Constitucionales se refiere a los derechos y obliga-­
cienes de los mexicanos yralitant'es de la República y contienen diversas ga­
rantfas de Seguridad'Jurfdica (artículos 7 a 10 en lo que concierne a los -
derechos de los habitantes de la República). 

Los .aspectos más relevantes del Acta de Refonnas de 1847, fueron las si- -
guientes comó asevera el Lic •. Burgoa en su estudio: 

"Declaración de que una Ley secundaria fijarfa las garantfas de libertad,-· 
seguridad, propiedad e igualdad en favor de todos los habitantes .de la Re­
pública (artfculo 5); supresió~ de Vicepresidencia (artfculo 15); estable­
cimiento del principio de facultades expresas para los Poderes de Unión, - , 
sin que se entendieran pennitidas otras por falta de expresa restricci6n -
(artfculo 21); institución del Juicio de Amparo para proteger a cualquier 
habitante de la República en ejercicio y conservación de los derechos con­
cedidos constitucional y legalmente contra todo ataque de los poderes le-­
gislativos y ejecutivos de. la Federación o de los Estados '(artfculo 25)¡ -
potestad para el Congreso General o las legislaturas locales, a fin de que 
pudiesen declarar anticonstitucionales, respectfvamente, las leyes de las 
entidades federativas o las federal es (artfculos 23 y 24)." (12). 

(12).- Op. Cit~ Pp. 134. 
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Para hacerse efectivas las garantías de libertad, seguridad, propiedad e -
igualdad que proclaman el artfculo 5 de las Actas de Reforma, nos. comenta 
el Lic. Burgoa que e'I Diputado José Marfo Lafragua presentó un proyecto de 
la Ley Constitucional el 3 de mayo de 1847, el cual no fue aprobado por el 
Congreso. Posteriormente, el 29 de enero de 1849, los seilores Otero, Ro--

, berta e !barra, formularon otro proyecto de "Ley Constitucional de Garan-­
tias Individuales", corriendo la misma suerte del anterior, declarándose -
teóricamente como las garantías del gobernado, puesto que en su especific! 
ción y su eficacia jurídica se ubicaron.a una ley que nunca se emitió, pe­
ro pese a eso en 1849 se publicó en México la primera sentencia de Amparo. 
El fallo respectivo se fundó sustancialmente en el artíc"ulo 25 del Acta de 
Reforma, el cual tampoco fue reglamentado. 

Es de reconsiderarse que el Plan de Ayutla t_uvo el propósito de invitar a 
la nación a organ1larse como mejor le conviniese mediante la integración -

.de un Congreso Constituyente, ·lo cual llevo. a dos importantes movimientos, 
por un lado eliminación. del gobierno dictatorial de Santa' Ana, y por el ·-
9tro lado el triunfo del Partido Liberal. Los objetivos de dicho_ P.lan - -
consistieron en la designación de un Presidente interino con.las faculta-­
des de hacer respetar las garanttas individuales y evitar su violación. -

·considerando el Plan de Ayutla como trascendente en las consecuencias poli 
ticas e históricas que se derivaron como es la legitimación .ante la concie.!!. 
cia mayoritaria del pueblo mexicano del Código Polltico de 1857 y las lla-. 
m~das "Leyes de Refonna". En .dicho Plan en ·sus diferentes atributos se ,.. 
puede tomar eri cuenta ~lgunas consideraciones que para nuestro estudio es · 
importante. Al respecto nos dice el maestro Burgoa: 

"~ercer atributo, pugnó por la organización "estable y duradera'.' del pafs 
mediante el establecimiento de un orden constitucional "Bajo las forma de 
República representatha y popular" y de las garantfas individuales, disp.Q. 
niendo la fonnación de un gobierno provisional para que promoviera ."la - -
prosperidad, engrandecimiento y progreso'' de la patria, asf como la convo­
cación a un Congreso eictraordinar.io que expidiera para Mé_xico .una Constit.!!_ 
ción). (13). 

(13).- Op. cit. pp. 140.· 
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La resoluci6n reformista llevada por el Plan de Ayutla, combati6 por el e! 
tablecimiento de una igualdad legal individualista frente a los privile--­
gios clasistas de una pseudoari stocracia. Estas tendencias como '10 menci.Q. 
na el Lic. Burgoa se basan en los siguientes principios de la ideología li 
beral: 

"El republicanismo, el federalismo, la igualdad individual ante la ley, el 
respeto a 1 os derechos de 1 a persona humana, la 1 imi taci6n de 1 poder púb l.i 
co frente a los gobernados, la formaci6n democrática del gobierno y la se-

· paración de la Iglesia y el Estado, son principios que se consagraron en -
la Constituci6n de 1857." (14). 

En las sesiones del Congreso Constituyente de 1856-1857, .Don Ignacio Como.!!. 
fort, que en ese momento era Presidente substituto de la República Mexica­
na., .expidió en mayo de 1856, el Estatuto ~rg·ánico Provisional, donde se ~­
consignan diferentes garant1as individuales de seguridad, propied~d .e igual 
dad, artículo 30 al 79 de dicho Estatuto. En su exposici6n de motivos, en 
una secci6n de '1a misma proclama la abolición. de la esclavitud, bases para 
el servicio personal, se declara la libertad de ensei'lanza, las penas degr! 

·dantes y los préstamos forzosos, restringiendo la pena de muerte. Se res­
peta l.a propiedad, en resumen, se hacen efectivos los principios de liber­
tad, órden, progreso, justicia y moralidad que desde su inicio fue su - -
ideal. 

En la Constitución de 1857, se implantó el Hberalismo e individualismo, -
como regímenes de relaciones entre el Estado y sus miembros. Como es de -. . 

apreciarse en la segunda parte del artkulo 1, en donde toda autoridad de-
be respetar y sostene~ las garantfas. individuales, dándole al Estado un C! 
rácter de mero vigilante de las relaciones entre los particulares~ intervi 
niendo cuando el des~nf.renado desarrollo de la libertad individual crea _-:_ 
conflictos en la convivencia social. 

·En su artículo i de. la Ley Fundamental de 1857. 

"El pueblo mexica.no reconoce que los derechos· del hombre son la base y el 
objeto .de las insdtuciones ·sociales, en cons!!Cuencia declara qu~ todas 

(14).~ Op. cit. PP~.141. 
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las leyes y todas las autoridades del ·pafs. deben respetar y defender las garan 
tfas que otorga la pre~ente Constituci6n". (15). 

De la interpretaci6n de este artfculo no declara cuales son los derechos del -
hombre específicamente, sino más bien reconoce los primordiales derechos del -
ciudadano, por ser miembro de la colectividad, en cuanto a los derechos indivi 
duales públicos específicos, la del 57 proclama los mismos que la Constitución 
vigente, en lo que sobresale por su importancia primordial en los artfculos 14 

y 16.Constitucionales, siendo trascendentales para la vida J1trfdica del país.­
En nuestra Constitución vigente a diferencia de la del 57 ya no s.e considera a 
los derechos del hombre como la base y·el objeto de las instituciones sociales, 
sino.que las elevan al conjunto de garantías individuales que el Estado conce­
de u otorga a los gobernados, considerando que el pueblo agrupado politicamen~ 
te en Estado es el único depositario del poder soberano, como se ve expresamen. 
te ~n' su arUculo 1, ya que las garantias individuales son iristituídas o ere! 
das por el orden jurídico .constitucional y por lo que se ve, más que ser una -
tési s individualista se acerca hacia la teoría Rousseauniana; porque las garan. 
tfas que gozan l~s individuos frente al poder público son otorgadas a éstos:. 
por la propia sociedad, única titular de la soberanía, en virtud:de la .renun-­
cia de sus prerrogativas, hecha por sus miembros, las cuales son posteriorm~n­
te restituidas al suJeto, no por la necesidad que se deriva de su obligatorie­
dad, sino más bien una 9.racia o coricesi6n. 

(15) .- Tena Ranifrez, Felipe. Leyes Fundamenta le~ de MExico, 1808-1979, Edito-: 
rial Porrúa, 1981. Pp~ 607.M~xico. 
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EL CONCEPTO TRADICIONAL U ORDINARIO DE GARANTIAS INDIVIDUALES. 

Parece ser que la palabra 11 garantfa" proviene del término anglosajón "wa- -
rranty" o "warantie" que significa la acción de asegurar, proteger, defen-­
der o salvaguardar (to warrant), por lo que tiene una connotación muy am- -
plia. "Garantía" equivalente en su sentido lato, a "aseguramiento" o afian 
zamiento, pudiendo denotar también "protección", "respaldo", "defensa","sal 
vaguardia" o "apoyo". Jurídicamente el vocablo y el conceptg "garantía" se 
originaron en el derecho privado teniendo en él las acepciones apuntadas. -
En el derecho, según afirmación de Sánchez Viamonte, "la palabra garantía y 
el verho garantizar son creaciones institucionales de los franceses y de -­
ellos las tomaron los demás pueblos en cuya legislación aparece desde medí! 
dos del Siglo XIX". (16). 

El concepto "garantía" en derecho público ha significado diversos tipos de 
seguridades o protecciones en favor de los gobernádos dentro de un estado -
de derecho, es decir, dentro de una entidad polftica estructurada y organi­
zada jurídicamente, en que la actividad del gobierno está sometida a nonnas. 
pre-establecidas que tienen como base de sustención el orden constitucional 
de esta guía, se ha estimado incluso por la doctrina que el principio de 1,!!. 
galidad, el de división o separación de poderes, el de responsabilidad ofi;. 
cial de.los funcionarios públicos, etc., son garantías jurídicas estatuidas 
en beneficio de .los gobernados afirmándose también que el mismo concepto se 
extiende a los medios o recursos tendientes a hacer efectivo el imperio de 
1 a 1 ey y ·de 1 derecho. La doctrina no se ha podido poner de acuerdo en 1 a -
acepción estricta y 'especffica que debe tener el concepto de "garantía" en 
el derecho público y especialmente en el constitucional. La diversidad de 
definiciones o de opiniones sobre lo que debe entenderse por "gararitfa" ob~ 
dece ª·'que sus'autores. toman .la idea respectiva en su sentido amplio o lato, 
es· decir, con la sinonimia que nos hemos referido, sin contraerla al campo 
donde especfficamente debe ser proyectada, o sea, al de las relaciones en-­
tre gobernantes y gobernados. Además dentro de '1a amplitud del ténnino "g! 
rantía", los doctrinarios enfocan la definición de este concepto desde ·dife 

' . ·. -
rentes puntos de vista, sugiriendo ideas confusas o demasiado generales. --

(16).· Burgoa Ignacio, Juicio. ae Amparo, Páginas 175, 178, Ed. 12a., .Edi 
tor1·a1 Porrúa, México, 1977. 
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Suele hablarse, en efecto, de garantías institucionales como medios de pro­
tecci6n de "ciertas instituciones" establecidas por la regulación constitu­
cional para hacer imposible su supresión en la vfa legislativa ordinaria. 

Esta idea identifica a la garantfa con la Constitución misma, o al menos -­
con los preceptos constitucionales protectores de "ciertas instituciones, -
lo que es inadmis.ible, ya que no se trata de desentrañar lo que es "garan-­
tía en general", sino de def,inir l.o que denota el concepto específico de -­
"garantía individual o del gobernado". Dentro de los muy diversos concep .... 
tos d~dos por los juristas (Jellinek .• Natividad Nacías, Kelsen, Fix Zamudio. 
y Alfonso Noriega c., .discrepamos de estas concepciones, ya que al reconocer. 
·se lo·s derechos por el orden jurídico positivo se convierten en derechos pQ 
blicos subjetivos. Esos derechos se asegurarían o preservarían por las ga­
rantías establecidas por la Constitución o por la Ley. Pero haciendo una -
reflexión concreta sobr_e la cuestión que nos ocupa, vemos que no es lo. mis­
mo el elemento que· garantiza (garantía) que la materia garantizada (derecho 

, ' . ' ' 

humano), refiriéndose al primer element·o realmente, la garantía en sí va a 
estar respaldada por la Ley, de esto podemos decir que la materia de dicha­
garantia· o derecho no esta verdaderamente garantizada por la. simple declar! 
ción dada en nuestra Ley Fundamental, ya que como vemos en la practica del 
campo jurídico cualquier autoridad viola dichas "garantías", ahora bien se­
gún veremos, las gárantías denominadas impropiamente "individuales'¡ no se -
consignan únicamente para el· hombre o persona física, ni sólo protegen sus 
"derechos·", si no que se extienden a todo ente jurídico, distinto de 1 ser h.!!, 
mano en cuanto ta]¡ se encuentre en la situación de gobernado. (17). 

La auto limitación estatal y las 1 imi.taci.ones jurídicas a la actuación de las 
autori'dad.es se revelan .en las garantías individuales. por lo tanto; éstas -
se traducen juridicame~te en una relación de derecho existente entre el go­
bernado como persona física o moral y el Estado. como entidad jurfdlca y po-
1 itica con personalidad propia y sus autoridades, cuya actividad en todo C! 
so se desempeña en ejercicio del poder y en representaci6n de la entidad e!_ 
tatal. En realidad los sujetos inmediatos y directos.de la relación jurfdj_ 

(17).- Gonzalez Casio Arturo, el Juicio de. Amparo, México, U.N.A.M., 1973,­
Pági nas 40-43. 
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ca que implica la garantfa individual están constitufdos por el gobernado,. -
por una parte y las autoridades del Estado, por la otra, puesto que es la -­
conducta de estas mismas la.que está limitada o restringida de modo directo 
por dicho vinculo de derecho. Sin embargo; como autoridad no debe ser repu­
tada como entidad o funcionario por éste. Esto es, que traduzca una volun-­
tad propia en cuanto al desempeño de su actuación pública, sino que siempre 
se le debe considerar como representante del Estado, a quien se encomienda -
el ejercicio del poder por éste hablando con .propiedad. Las 1 imitaciones -­
que comprende la relación jurfdica que entraña la garantía in_dividual y que 
inmediata y directamente se imputan a la conducta au~oritaria repercuten en 
la potestad del Estado, ya que la primera no se traduce sino en el ejercicio 
o desempeño de ésta. ( 18). 

En la vida de cualqu.ier Estado o sociedad e~~sten tres fundamentales tipos -
de relaciones a-$aber: las de coordinación, supraordenación y suprasubordin! 
ción. 

Las relaciCJJ.esde coordinación son los vínculos que se entablan-merced a una 
gama variada de causas entre dos_ o más sujetos físicos o moraies dentro de -
su condición de gobernados. Esas relaciones pueden ser de fndole privada o 
de carácter socio-económico. 

En primer caso, cuando están provistas y reguladas por las normas jurfdicas, 
el conjunto de éstas con·stituye lo que suele denominarse "Derecho Privado" y 
en el' segundo, si .las citadas nonnas las imponen y rigen su agrupamiento in­
tegra lo que se llama "Derecho Social". En ambas hipótesis, según asevera--. . . 

. mos, los sujetos de las relaciones reguladas jurfdicamente no son los órga--
nos del Estado, no entre sí ni frente a los gobernados, pudiendo éstas ser­
como también afinnamos simples particulares o entidades colectivas o los - -
miembros individuales de.las mismas; y si en las propias relaciones puede i.rl, 
tervenir algún órgano estatal como sujeto no en su ac~ividad de imperio la -

.. que se encauza. 

Las relaciones su supraordenación se ~stablecen entre los diferentes órganos 
de poder o go'bierno de. un Estado o sociedad, normando la actuaci_ón de cada -
uno de ellos y si. esta normación se consagra por el derecho positivo, la ra-

(18).- Zamudio Fix; el Juicio de Amparo, Editorial Porrúa, México, 1964, Pá-
9inas 74-75. 



20. 

ma de éste que la instituya configura tanto el Derecho Constitucional como 
el administrativo en sus aspectos orgánicos. A diferencia de los· dos ti-­
pos de relaciones que hemos mencionado, que reconocen siempre una situación 
igualitaria o de paridad formal entre sus sujetos (gobernados entre sí o ª.!! 
toridades entre si). (19). 

Las relaciones de suprasubordinación descansan sobre una dualidad cualitati 
va subjetiva o sea que surgen entre dos entidades colocadas en distinto pl! 
no o posición, es decir, entre el Estado como una persona jurídica-pol}tica 
y sus órganos de autoridad, por un lado, y por el otro, el gobernado. En -
dichas relaciones la persona moral estatal y sus autoridades desempeñan - -
frente al gobernado la actividad soberana o de gobierno, o sea, actos auto­
ritarios propiamente dichos que tienen como atributo.s esenciales la unilatg_ 
ralidad de imperatividad y la· coercitividad.· En efecto, se dice que todo -
acto de autoridad es unilateral porque· su existencia no requiere de la vo-­
luntad del particular al que va dirigido o frente al que se realiza, que es 
imperativo, en .virtud de que se impone contra y sobre la. voluntad en contr! 
ria del gobernado, quien tiene la obligación de obedecerlo y sin perjuicio 

. . . 
claro está de que lo impugne jurídicamente como corresponda y que es coerc1 
tivo, atendiendo a que si no se acata por rebeldfa u oposición de la persona 
contra quien se pretenda ejecutar, puede realfza.rse coactivamente, incluso' 
mediante la fuerza pública, en detrimento de ella. La .concurrencia de los 
.tres elementos indica.dos forma la índole propia del. acto autoritario o de -
gobierno de tal manera que faltando cualquiera de.ellos, el acto que proven 
ga de un órgano estatal y .que se realice frente a un particular no será ·de 
autoridad. Ahora bien, cuando las relaciones de suprasubordinación se reg.!! 
lan por el orden jurídico~ su normación fonná parte tanto de la Constitución 
COmO de l~s leyes aaninistrativas principalmente, implicando en el primer C! 
so las llamadas "garantfas individuales". En consecuencia, éstas de confor­
midad con lo que se .acaba de exponer, se traducen en relaciones jurídicas -­
que se entablan entre el gobernado, por un lado, y cualquier autoridad esta-

. tal de modo directo e inmediato y el Estado de manera indirecta o inmediata, 
por el otro. 

(19).- Goniález Flores E., Derecho Constitucional, Textos Universitarios, -
. México, 1961, P~ginas 42-44. · · 
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Pues bien, entre ambos sujetos pu(!de mediar diversas categorfas de relacio­
nes jurfdicas que sin embargo, no son garantías individuales. Por ende, si 
bien es verdad que éstas son siempre relaciones jurfdicas entre el goberna­
do y las autoridades estatales inmediatas y el Estado en fonna mediata. No 
toda clase de vínculos de derecho entre tales extremos de la relación deno­
tan una garantía individual. Por tal motivo, para dejar precisado el con-­
cepto de ésta es menester especificar las caracter1sticas de la relación J.!! 
rídica en que se revela. (20). 

La dinámica social impulsora de las transfonnaciones evolutivas que ha exp! 
rimentado nuestro país en todos los ordenes a través de su historia, amplió 
aún más el campo de disfrute o de titularidades de las llamadas garantías • 
individuales. Esta ampliación se registró de modo primordial a partir de -

·1a Constitución de 1917. En el 'ámbito económico y social aparecen sujetos 
o entidades distintas de las personas morales de dere~ho privado. En la ei 
fera de las relaciones de trabajo se r~conoce la existencia de organismos o 
asociaciones laborales o patronales que se convie~ten en centros 'de imputa­
ción de normas jurfdicas. En materia agraria· surgen también como entidades 
prop-ias, sui generis, las comunidades ejidales a las que generalmente se e1 
timan como centro$ de referencia de los ordenamientos de derecho. Pero es 
más, .dentro del mfslll) derecho administrativo y merced a la polftica económj_ 
ca del Estado han ido surgiendo con personalidad propia, empresas de parti­
cipación estatal y organisrros descentralizados. Por tanto, los sujetos co­
mo centros de imputación de las normas jurídicas, bajo la vigencia de la -­
Constitución del 17 y hasta la actualidad son los sigui.entes: los indivi-­
duos o las.personas f1sicas; las personas morales de derecho privado; las -
personas morales de derecho social, tales como los sindicatos obreros y pa-
0 las comunidades agrarias; las empresas de participación estatal y los or­
ganismos descentralizados. Todos estos sujetos son actualmente, como ya di 
jimos, centros de imputación de la nonnatividad jurfdica en 1.Q.que atañe a -
las ·relaciones de coord1 riac1~n y de suprasubord1naci6n que se registran en 
la vida del Estado Mexicano. 

La implicaci6n jurfdica de las llamadas garantfas individuales que breveme.!! 
. te hemós dejado asentada, conduce en rigor lc5gico a la conclusión de que t.Q. 

do ente en cuyo detrimento se rea lfce cualquier acto de autoridad contra ve.!! 

(20).- Ort1z Ramfrez Seraffn, Derecho Constitucional Mexicano, México, 1961 •. 
P4ginas 65-68. EditorHl Porrúa. 1979. 
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tor de los preceptos que condicionan la actuación del poder público, puede 
promover el Juicio de Amparo. Va hemos afirmado que a pesar de su indebido 
y .anacrónico calificativo, dichas garantías se traducen en un conjunto de 
prescripciones _constitucionales de diferente .índole, que supeditan todo ªE. 
to de autoridad y de cuya observancia deriva la válidez jurídica de éste.­
·rambién hemos aseverado que las mencionada. prescripciones tienen como su­
jeto de imputación normativa a cualquier ente que se coloque o esté coloc! 
do en la situación de gobernado. (21). 

Si los preceptos de la Constitución en que se .contienen las citadas pres-­
cripciones regulan en favor del gobernado la actividad o imperio que realJ. 
za el Estado a través de sus órganos, cuando éstos 1 as incumplen, el acto 
incumplidor es susceptible de impugnarse mediante el amparo que ha sido -­
.instituido para salvaguardar el acatamiento de los aludidos preceptos. -­
Cualquier institución piiblica, aún siendo un ó.rgano o entidad centralizada 

; a persona moral_, ofié:ial o de derecho público, como también se le ·denomina, 
puede en un momento dado situarse. en una relación de. suprasubordinación, -
frente a otro órgano estatal. En otras palabras entre las distintas auto­
ridades del Estado, en su condición de ta.les, es decir, corro realizadoras 
de la funci~n del imperio dentro de su respectivo ámbito competencial, - :-

·existen las relaciones de suprao~denación, regidas por el derecho_público, 
bien sea el constitucional o ·el administrativo, principalmente. Pero pue­
_de suceder que una instituci6n pública centralizada· o un órgano estatal no 
despliegue frente a otro una conducta imperativa, o sea, no desempel'le un -
acto de autoridad propiamente dicho sino que se coloque en la situación de 
gobernado •. En esta hipótesis que se registra frecuentemente en la reali--

. ·dad;. dicha institución pública centralizada deja de ser autoridad y entre 
el otro órgano del Estado.que conserva su pod~r de imperio. surge una rel! 
ció~ de suprasubordinación, regida básicament~ p~r los preceptos coristitu­
ciomÍles en que se declaran o instituyen las llamadas garanUas' individua­
les. 

El· órgano estatal de imperio, por ende, puede infringir las disposiciones 

{21}.- Carp1zo, Jorge, La Constitución Mexicana, Editorial UNAM, 2a; Edi­
·ción, Mix1co, 1961. Páginas 25-28. 

.;.\,. 
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que riorman dicha rel~ci6n en perjuicio de la instituci6n pública que como -
gobernado, se encuentra frente a él por virtud de una situación especial. -
Estas ideas condensan el fundamento te6rico del artfculo 9 de la Ley de Jlm­

~aro que hace procedente el Juicio de Garantfas en favor de las personas m.Q. 
rales oficiales, cuando por un acto emanado de otro órgano del Estado, se -
lesionan sus intereses patrimoniales. En el caso contemplado por dicho pr~ 
cepto se advierte, como subyacente una relación de suprasubordinaci6n entre 
la persona moral oficial, titular de la acción de amparo y el órgano esta-­
tal que comete el acto de autoridad lesivo. 

En resumen, las garantías que con el tftulo de "individuales" instituye nue2_ 
tra Constitución, propiamente se refieren a todo sujeto que tenga o pueda -
tener el carácter de gobernado en los términos en qu~ expusimos este canee.e. 
to. ·Consiguientemente, la denominación "gar.antias individuales" que se a-­
tribuye a las garantfas que debe tener todo gobernado, no corresponde a la 
verdadera 1ndole jurídica de estas y sólo por un resabio del individualismo 
clásico que no tiene razpn de subsistencia en la actúalidad y que, por otra 
parte, ha sido objeto de crfticas destructivas injustificadas provenientes · 
de ideologías socialistas o. colectivistas que se sustentan en nuestro medio, 
considerando a la Constitución de 1917, en lo que respecta a la consagra- - · 
ción de tales ·garantfas, como un trasunto de. regímenes político-sociales ya .. 
1 iquidados. Por tanto, para evitar dichas crfticas que sólo se basan .en un 
error puramente terminológico consistente en haber denominado a las rnultici 
tadas garantías con un adjetivo que· únicamente traduce a uno de los sujetos 
activos de la relación jurfdica que implica individualismo.o persona física, 
es el todo indispensable que el nombre de "garantías individuales" se susti 
tuya por el de derechos públicos' subjetivos, el. c~al se adecua con justeza 
a su verdadera titularidad subjetiva. Ahora bien, esta titularidad;·por -· 
fundarse en un' concepto estrictamente jurídico, no está sometida a ideolo-­
gfas político sociales, pues si en cualquier régimen estatal deben existir 
como fenómenos imprescindibles las relacionesde suprasubordinación entre g.Q. 
ber~antes y gobernados, las garantfas que a estos se otorguen coroo ~auses -
nonr.ativos en que aquéllos deban desplegar.su actividad dentro de·un estado 
de derecho, no obedecerán a un criterio ideológico determinado, 'sino que se 
establecerán sÓbr~ la ide~ de "ente gobernado" que puede involucrar s~jetos 

',• -, 



de diferente consistencia social, política y jurfdica. (22). 

La relación juridica que existe entre los sujetos mencionados genera para -
éstos, derechos y obligaciones que tienen un contenido especial. En efecto 
las garantfas individuales s~ ~an refutado históricamente como aquellos el! 
mentos jurídicos que se traducen en medios de salvaguarda de las prerrogat.!. 
vas fundamentales que el ser humano debe.tener para el cabal desenvolvimie!!. 
to de su personalidad frente al poder público. En consecuencia, los dere-­
chos y obligaCiones que implica o genera la relación que exiSte entre go.ber. 
nados y gobernantes o entre aquéllos y el Estado. Pues bien, desde el pun-_ 
to de vista del sujeto activo de la relaci6n jurídica en que se revela la -
garantfa individual, ésta implica para dicho sujeto un derecho, esto es una 

· potestad jurfdica que hace valer obligatoriamente frente al Estado en fonna 
~diata y de manera inmediata frente a sus autoridades, surgiendo para el -
sujeto pasivo o sea, para estos dos elementos (autoridad y Estado) una obl.i 
gaci6n correlativa. Siendo las prerrogativas fundamentales del hombre inh~ 

rentes a su personalidad lo que constituye el objeto titulado por las gara!!_ 
tías individuales principalmente, el derecho que se establece por la rela-­
ci6n jurídica en que éstas se traducen consiste en una exigencia imperativa 
que el gobernado reclama del sujeto pasivo de .la aludida relación (autorid,! 
des y Estado), en el sentido de que se le repete un mínimo de actividad y -
de seguridad indispensable para el desarrollo de la personalidad humana. 

La potestad de reclalll!r al Estado y a11sus autoridades el respeto a 1 as prerr~ 
gativas fundamentales del hombre, y que constituye la manera como se traduce 

el derecho que para el sujeto activo de la ·relación jurídica multicitada o-­
gobernado genera o implica esta misma, tiene la naturaleza de un derecho pú­
blico subjetivo, en efecto, dicha potestad es un derecho, esto es, tiene el 
calificativo de jurfdico, porque ~~ impone al Estado y a sus autoridades, o 
sea, porque estos sujetos pasivos de la relación que implica la garantfa in­
dividual están obligados a respetar su contenido, el cual, como ya adverü-­
mos se constituye por las prerrogativas fundamentales. del ser h1111a_no~ En e.!_ 
te sentido, la potestad del goberna~o de exig·lr a las autoridades estatales, 

. y por ende, al Estado, el mencionado respeto. La indicada observancia no 
es un mero ·hecho o una simple posibil fdad de actuar det titular de la gara.!l 

(22).- Juventino V. Castro, Lecciones de Garantfas y Aq>aro, la. Edición, 
P4ginas 36-40. Editorial Porrt'ia9 ~xico, ·1977. · 
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tfa individual y cuyo cumplimiento o acatamiento podrían eludirse por el -
contrario~ Dicha potestad prevalece contra la voluntad estatal expresada 
por conducto de las autoridades, la cual debe acatar las exigencias, los -
imperativos de aquélla, por estar sometida obligatoriamente. En segundo -
lugar, la potestad de referencia es un derecho subjetivo, porque implica -
una facultad que la 1 ey; en este caso la Constitución, otorga a 1 sujeto a.s_ 
tivo (gobernado) para reclamar al sujeto pasivo (autoridades y Estado) de­
terminadas exigencias, ciertas obligaciones. En este particular, la locu­
ción "derecho subjetivo" está empleada en oposición a la expresión "dere--

. cho objetivo", que se identifica con el ténnino "nonna jurídica" abstracta 
e impersonal. (23). 

Por último, la multicitada potestad es un derecho público subjetivo, por-­
que se hace valer frente a un sujeto pasivo de esta índole, como son las -
autoridades estatales y el Estado mismo. Ahora bien, el derecho· público -
subjetivo no sólo es atribuible a los individuo~ o personas ffsicas, sino 
a todo ente que se ha 11 e en la situación de gobernado. ( 24). 

(23).- Burgoa Ignacio, Juicio de Amparo, 4a. Edici6n; Editorial Pórrúa. Pá­
ginas 60-62. México .. 

(Z4).- Tena Ramfrez Felipe, Derecho Constitucional Mexicano, Décimo Primera 
Edición, Editorial Porrúa. Pági~as 48-49. México. · 
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EL VERDADERO SENTIDO DE LA GARANTIA CONSTITUCIONAL. 

Para garantizar la integridad de la persona humana ha sido indispensable que 
el Estado reconozca al individuo una serie de derechos ~ue consideramos deben 
ser llamados subjetivos públicos y cuyo contenido no es otro que la misma li 
bertad. Esto quiere decir,que los derechos públicos.subjetivos son los que 
protegen al individuo frente al Estado, por lo que podemos mencionar que el­
D~recho garantiza la estabilidad y una cierta regulaci6n en la vida humana,.: . ' 
delimitando esferas de poder e impidiendo invasiones arbitrarias de los der_! 
chos de los 'individuos. Pennit.e una ordenaci6n y planificación razonables -
de. la vida, bajo las cuales ser{a diffcil establecer un régimen arbitrario.­
El derecho da al individuo una cierta seguridad que aquél necesita para dis-. 
poner y planear su vida en forma racional e inteligente. Hay que subrayar,­
sin embargo, que ese mismo deseo humano de orden y seguridad bajo el Derecho 
puede tomar un aspecto rebelde o revolucionario si el orden .existente no sa­
tisface las necesidades más esenciales de los hombres. (25). 

De lo anterior, puede inferirse con toda claridad que el .orden jurídico, - -
constitucionalmente establecido en sus bases generales que respeta y hace -­
respetar al poder público frente a los individuos, puede contemplarse en dos 
aspectos distintos: a) Como constitutivo y creador de los órganos que permiten 
el ejercicio de la .funci6n pública estableciendo las competencias y las atrj_ 
buciones de los órganos públicos reconocidos, en cuyo caso estamos en el ple . . . -
no campo del orden· constitucional u orden poHtico a que; se refiere la frac-
ci6n VI del artfculo 76; y b) Como garantfa que se otorga a las personas en · 
el sentido de asegurarles que sus derechos y. libertades podr!n ser ejercidos 

" sin cortapiSas. y sin abuso, precisamente porque el poder público se encuen­
tra limitado por el en forma tal que un acto de autoridad que no se funde en · 
las facultades y atribucione.s que expresamente le otorga la Constitución o • 
que contradiga a lo dispuesto en nuestra Ley Suprema, pennitir! el reclamo -
correspondiente·por parte de ·1as personas cuyos derechos han sido violados. -
concretamente porque el respeto al orden jurfdiéo se ha traducido en una :in­
constituciona11 imitac16n de sus libertades. Bien entendido que mientras el 
orden jurfdico constitucional no sea violado ~or la autoridad, .fste le es --

(25) .- Burgoa Ignacio, Juicio de Antparo, 4a •. Edición, Editorial PorrOa, P4gl 
nas 11-7~_. México. 
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también obligatorio al indi1tiduo y 1 imita legalmente sus libertades. 

A menudo se confunden los términos derechos públicos subjetivos y garantía 
individual, nuestra Constitución cae en dicha confusión cuando en sus pri­
meros veintiocho artfculos habla de garantías individuales y no de derechos 
públicos subjetivos. En realidad se trata de términos distintos. Los de­
rechos públicos subjetivos son las facultades reconocidas al individuo por 
la ley, por el sólo hecho d~ ser hombre. Las garantías individuales son -
las normas de que se vale el Estado para proteger dichos derechos. Por -~ 
ejemplo, la libertad corporal es un derecho público, pero haciendo una re­
flexión de lo.que antecede y nos referimos especfficamente a lCuál será el 
verdadero sentido .de la garantía constitucional? Llegamos a Ja conclus1ón 
y lo cual atirmamos que lo es el juicio de amparo, ya que es un proceso -­
concentrado de anulación de nat.uraleza constitucional promovido por via de 
acción, reclamándose actos de autoridad, y que tiene como finalidad el p_r.Q. 
teger exclusi~amente a los quejosos contra la expedición o aplicación de -
leyes vio.Ja.torias .de 1 as garantfas expresamente reconcci das en 1 a Constit.!!_ 
c'ión, contra los actos conculcatorfos de dichas garantías; contra la ine-­
xacta y definitiva atribución de lá ley el caso concreto o contra las inv.2_ 
sienes reciprocas de las soberanías ya federal, ya estatales, que .agravien 

directamente a los quejosos produciendo la sentencia que conceda la protef 
ción al efecto de restituir las· cosas al estado que tenfan antes de efec~ -
tuarse. la violación reclamada, si el acto es de carácter positivO, o el - -
obligar a la autoridad a que respete la garantfa violada cumpliendo con l.o 
que ella exige, si es de c~rácter negativo. (26). 

(i!6).- ~jfa Migue.r, Errores ConstftuCi'onales.-uNAN, México, 1977. Pági-
nas· 22-26. ·. · . 

, .. 



EL CONTROL CONSTITUCIONAL DE ACTOS DE AUTORIDAD A 
TRAVES DEL ORGANO JURISDICCIONAL. 

2~. 

En el curso de la historia dentro de los diversos regfmenes que han estado , 
vigent~s, uno de los problemas más difíciles que surge dentro del régimen -· 
constitucional es el de conservar su integridad o sea, que no basta que se· 
declare la supremacía de la Ley Fundamental. Es indispensable que se busque 
y se organicen los medios para su defensa. La fonna para lograr el control 

' de la constitucionalidad cuando la Ley Suprema sea .infringida es que deben -
existir los medios jurfdicos para que esa infracción sea reparada. Se cons.i. 
·dera que la mayor preservación del régimen de· Derecho.queda establecido cua!! 
do la propia Ley Fundamental fij~ las bas~s para su defensa, pero mucho se -
ha discutido a que órgano corresponde el control de la constitucionalidad, -
entre nosotros se han usado dos sistemas: el. primero se estableció y' fue po­
lftico por la carta. de 1836, ya que la Constitución en 1824·no estableció -
ninguno. En efecto, las siete leyes constitucionales crearon al supremo po-­
der conservador que tuvo la fuerza teórica, aunque poco funcionó de un. verd!. 
dero super poder. Sfo embargo, no se puede negar su carácter de antecedente 
del control. de la constitucionalidad, por 1.Q que existen los siguientes sis­
temas: 

l. El sistema de control constitucional por órgano pol ftico se ca.racteriza 
en que la petición o solicitu~ de declaración de inconstitucionálidad de un 
acto o ley la.hacen las mismas autoridades contra aquélla o aquéllas respon-

. sables de la violación. Por otra parte, el procedimiento observa~o para ha­
cer la declaración mencionada· no es contenciosa, es decir, en él no se enta­
bla una verdadera contiendá o controversia entre el órgano peticionario y la 
autoridad contraventora de la Constitución, sino que estriba en un mero est.!!_ 
dio hecho por el poder controlador acerca de la ley o actos reclamados, con 
el .fin de concluir si son constitucionales· o no, por último, la _resoluci6n -
pronunciad~ no revfs.te el car4cter de sentencia. 

2. Fuera de aquella época nosotros hemos .tenido el control de la Constitu..;­
ciona11dad con base en el sistema jurisdfcidonal. vn di$tfngufdo jurista -
duranguepse, José Fernando Ramfrez, en un voto de merecida celebridad consi-

. \.' 
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der6 que debería ser el órgano jurisdiccional el que ejerciera la vigila!!. 
cia y defensa del sistema Constitucional. (27). 

Co~responde al distinguido jurista yucateco Don Manuel Crescencio Rejón,­
ser el creador del Juicio de Amparo, el que delineó con las característi­
cas fundamentales que han llegado hasta nuestros dfas, en la exposición -
de motivos de la Constitución yucateca de 1831. Se establece de modo de­
finitivo el sistema a partir de 1857, y se establece la existencia de un 
órgano que impide que los distintos poderes invadan otras esferas de su -
competencia y salgan de la órbita que se les ha fijado. Se le ha encame.!!_ 
dado al Poder Judicial Federal tan importante papel, pero tratándose de -
un órgano jurisdiccional encargado de ejercer el control, en efecto, el -
hecho de que ya no sean las propias autoridades a quienes competa: la peti 
ción de inconstitucionalidad de una ley o un· acto, sino a la persona.ffsj_ 
ca o moral afectada por la violación o la·s violaciones a la Constitución, 
elimina completamente la posibilidad de que surjan crisis, generalmente -
de carácter polftico entre el órgano ocursante y el responsable. Por - -
otra parte, la controversia judicial que se suscita en el juicio o proce­
dim~ento seguido ante un órgano jurisdiccional de control tiene como opo­
sitores al gobernado agraviado y a la autoridad responsable del acto. 

De las distintas características de ambos medios de control que acabamos 
de exponer sucesivamente, podemos decir que se trata de dos instituciones 
que si bien coinciden en sus objetivos genéricos son totalmente diferen-­
tes en cuanto al sujeto que solicita la declarac.i6n de la inconstitucion! 
lidad, al procedimiento seguido al respecto y a los efectos de. las'resol!!_ 
cienes correspon~ientes, toda vez que nadie deber ser juez y parte como -
sucede en el de control político. 

El articulo 103 consagra la defensa de·la Constitución, señalando que los 
tribunales de la Federación resolverán las controversias expresadas. El 
artfculo 107 establece el prócedimiento a seguir en el Juicio de Amparo -
precisando las caracterfsticas que tien.e .entre nosotros. Nuestro Juicio 
de Amparo se ha desenvuelto en la parte relativa a la fracción I. del artf 

(27).- Zamudio Fix, El Juicio de Amparo, Editorial Porraa, México, 1964, 
Páginas 62-65. 
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culo 103, referente a las violaciones de los derechos públicos subjetivos.­
Tal vez los constantes atropellos de que han sido vfctimas los mexicanos a 
lo largo de nuestra historia, atropellos. que desgraciadamente no han termi­
nado; además de la desconfianza que existi6 sobre la administración de la -
justicia en los Estados, fueron las causas que dieron un gran impulso al -­
Juicio de Amparo en México. La defensa de la parte dogmStica de la Consti­
tuci6n es la que no se ha logrado plenamente, y si es verdad que el Juicio 
de ·Amparo es una noble instituci6n que en ciertos aspectos se ha deformado, 
y que ha provocado que a los preceptos constitucionales que lo regulan se -
les hayan hecho numerosas reformas. La evoluci6n de nuestro régimen jurfdi 
co éon la superación de las desventajas en las que se hayan nuestras mayo--

. rfas en la realidad social serS la· que determine que el Juicio de Amparo -­
llegue. a cumplir los anhelos de sus creadores. 

n control por 6rgano jurisdiccional puede asumir estas dos formas, o bien 
se realiza por'vfa de acción, o bien por vla de excepción: 

l. En el régimen de control jurisdicci9nal por vfa de .acción,su funciona-­
mien.to se desarrolla en fonna de verdadero proceso judicial con sus respec­
tivas partes integrantes .y en el que el actor, .o sea el afectado por el ac­
to (lato se~su) violatorio del orden constitucional, persigue como objetivo 
la declaraci6n de su inconstitucionali.dad que deba dictar una autoridad ju­
dicial distinta de la responsable y que en nuestro derecho. es generalmente 
la federal. El ejercicio de.control en un. régimen en que éste se desarro--~ 
lla por vfa.de.acción adopta la fonna de un procedimiento sui generis, se-­
guido ante una autoridad.jurisdiccional distinta de aquella que incurrió -
en la violación y en el que el agraviado tiende a que se declare inconstit.!! 
cional la ley o acta reclamado. 

2. En.el régimen de control por:vfa de excepción. la impugnaci6n de la ley 
o acto violatnrio no. se hace .directamente ante una autoridad judicial dis-­
tinta, sino que opera a tftulo de defensa en el ju.icio previo en el· que uno 
de los litigantes i~voca la ley que se refuta inconstitucional. En canse-~ 
cuencia, el ejercicio de control no asume la fonna de juicio sui gefleris en 
sistema por vfa de excepción, sino que se traduce como ya dijimos, en una -
mera defensa alegada·por .los litigantes en.proceso. cualquiera siendo por en. 
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de, la misma autoridad ju1d1c1a1 .la que puede conocer de la 1nconst1tucio-­
nalidad de la ley o acto aplicativo correspondiente y en el cual una de las 
partes apoya sus pretensiones, cualquier juez debe optar en los casos con-­
áetos que se sometan a su conocimiento por aplicar la Constituci6n o por -
ceñir sus resoluciones a la ley secundaria, previo el edmen 16gico-juridi­
co que se haga acerca de la cuestión de inconstitucionalidad que le planteen 
las partes. Por sistema de control constitucional se 'entienden aquellos re 
gímenes que tienden como finalidad específica invalidar actos de autoridad' 
y leyes que sean contrarias a la Ley Fundamental. (28)~ 

', ,· '.• 

'. 

(28).- Burgoa Ignacio, El Juicio de Pinparo, 4a. Edició.n, Éditorfal PorrOa. 
Páginas 76:-ao. México. 
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EL JUICIO DE AMPARO. 

El Juicio de Amparo surgió del ideal de dar a México una instituc16n eficaz 
para lograr la tutela del orden constitucional, para garantizar l~s dere- -

· chos del gobernado frente a l.as arbitrariedades y los abusos del poder pú-­
blico, ideal que en su implantación constitucional y legal se estableció--­
en un medio.jurídico con modalidades originales.bajo múltiples y variados -
aspectos. Atribuyen a nuestra institución un carácter Nacional, pero la -- . 
congestión de amparos que pesa sobre la Justicia Federal y que genera cons~ 
cuendas muy graves para la aplicación del Derecho en la realidad con la r! 
.Pidez y expedición que exige el artfculo 17 de la Constitución. No dejamos 
de reconocer que una solución atingente al problema básico que afecta a la 
admi~istración pronta y expedita.de la Jusi~icia Federal en materia de amp! 
ro es ~uy difícil de éncontrar sin alterar substancialmente el alcance y la 
extensión de las garantfas consagradas en los artículos 14 y 16 constituci.Q. 
hales~ Por otra parte, despojan del carácter de garantfa .constitucional al 
'principio de legalidad que caupea en los referidos preceptos de nuestra Léy 
Suprema ·y que impone a todas las. autoridades del pafs la obligación de SOffi! 
ter su actividad a disposiciones legales, en la mayorfa de las causas imbui 
tÍ~s de un espfr~tu de tira~fa Y, a~tocracia, la decisión de cuestiones que: 
afecten la' personalidad de los. gobernados bajo diferentes aspectos, coloc.arr 
do a éstos en una situaci6n de indefensión y desamparo. De lo dicho ante-­
riormente, podemos agregar que el amparo no es una instituci6n jurfdica pe.r. 
fecta sino p~rf~ctible y que tia respondido como ninguna institución Jurfdi- · 
ca, a una ~ecesidad de justicia y con la justicia la lib~rtad. 

El estudio. del Juicio de Amparo, que tal vez sea la materia jurfdica m4s i.!!! 
portante .desde los ·puntos de vista doctrinal y práctica dentro. de nuestro' -
régimen.de Derecho y el cual surgió a la vida jur4icia de México a·rnerced -
del impulso social canalizado por sus forjadores, de proteger los derechos 
públicos subjetivQS O .los llamados "derechos del hombre O. garantfas indivi­
duales", es decir, la esfera del gobernadÍl en la cual ocupa un· lugar promi­
nente la libertad hulitana. 

La implantación constitucional de las llamadas. "garantfas individuales", C.!:!, 
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yo concepto tan diversamente se ha 1nterpreta~o y que con lenguaje más apro­
piado equivale a la idea de "derechos públicos subjetivos" ha significado en 
la evolución del Derecho Público una etapa inicial aunque de capitalfsima.i.!!! 
portancia, en el afán deontológico de adecuar los ordenamientos positivos ~­
fundamentales a la naturaleza humana, a efecto de preservar una esfera mfni­
ma en 1 a que el hombr.e como tal y como gobernado, es decir, .como miembro de 
una comunidad organizada de un Estado y dirigida autoritariamente,. pueda de­
senvolver su propia personalidad en consecusión de sus fines vitales. Sin -
.embargo, la sola inserción en la Constitución de precept9s en que se decla-­
ren o en que se establezcan los derechos públicos subjetivo~ sérfa como lo -
que fue bajo el imperio de diversos ordenamientos constitucionales, insufi--· 

. . 
ciente e ineficaz en la realidad para lograr su verdadera observancia frente 
al poder público. Ahora bien, dicha tutela sino fuese integral o completa.­
esto es, si sólo se refiriera a instituir los "derechos públicos subjetiyos". 
o declarar los derechos del hombre sin brindar al sujeto correlativamente, -
un medio jurfdico eficaz para exigir y lograr por vía coactiva su.observan--

. ciol, pues no debe inadvertirse que la protección de la libertad, como el m&s 
preciado e 1 emento de 1 a persona humana después de 1 a vi da, no se 1 ogra sim- . 
plemente por su mera consag~ación jurídica, sino por el aseguramiento adjeti 
vo procesal de las normas constitucionales o legales que Ja erigen en un ver. 
daderó derecho subjetivo~ (29)., 

Ingenuamente .los primeros revolucionarfos franceses creían que era suficien­
. te.erigir la 'libertad del hombre Y. demás derechos en preceptos constitucion! 
· .. les para que con su sola existencia legal infundieran respetabilidad a las -

autoridades, más pronto se desengañaron pues aquéllos fueron objetivo de múl 
tiples violaciones sin que existiera un medio útil y eficaz para prevenirlas 
o remediarlas. Asf pues, históricamente surgió la urgencia de encontrar un -
medio.jurídico para hacer respetar los.derechos consagrados en la ley en fa­
vor ·de los gobernados ante el poder y autoridad de los gobernantes, o sea un 
conducto legal mediante el cual la persona que hubiese sido afectada y ag.ra­
viada en sus derechos fundamentales, principalmente en su libertad pudiera -
exigir la reparación del agravio inferido, pero no basta que un .orden· jurfd! 

(29).- Cueva Mario, Apuntes (mimeográficos) de Derecho Constitucional, Méxi. 
co 1963. Páginas 30~35. 



co reconozca y respete la libertad y en general los derechos del hombre como:. 
persona, sino que instituya .los medios para conseguir ese respeto o para rem! 
diar su inobservancia, esto es, que nuestro Juicio de Amparo surge como un m! 
di o de preservación de 1'as 11 amadas garantfas 'del gobernado, y en genera 1 de 
todo orden jurfdico mexicano a través dela legalidad, (30). 

En atención a sus antecedentes históricos, el Juicio de Amparo se ha revel.ado 
como un medio jurfdico de protección o tutela de la constitucionalidad debie.!J. 
do advertirse en corroboración de este ai:;ertó, que el primer documento jurfd.i 
co polftico mexicano que lo instituyó fue la Constitución Yucateca de 1840, -

su procedencia se decláró contra cualquier acto del gobernador a la Ley de. la 
Legislatura que en agravio del. gobernado violase la Constitución y no únicamen .. 
te los preceptos en que se consagraban las ".garantfas invididuales", pues bien 
en la generalidad de los regfmenes jurfdico-estatales de diversos paf ses, los 
derechos públicos s~bjetivos que es como teóricamente s.e debe designar a las: - · 
prerrogativas 9 garantfas de ,los gobernados frente a las autoridades 1 formaron 

. . . ' 

parte integrante del orden constitucional de Estado, por consiguiente formando 
parte del contenido de la Constitución de un Estado •. Los derechos públicos ~­

- . 'del gobernado y siendo éstos el principal objeto de las instituciones de co~--
.· trol históricamente dadas dentro de ella~ nuestro Juicio de Amparo, resulta -- · 

. ' . . 

que éstas, por tal motivo, tienden a tutelar o preservar el orden constitucio~ 
nal al menos' en aqu'él contenido especHfco, esto sucede efectivamente en nues.;, 
tro Derecho, en el cual de acuerdo con la fracdón 1 del articulo 103 constit.!!. 
cional, el amparo'es prÓcedente por .la violac1ón a los derechos públicos:subj! 
tivos o sea· los derechos que la Constitución otorga a los habitantes de la Re . 

' ' ' -
púb 1i ca fre:rite a 1 as autoridades. 

El Juicio de Amparo desde su creación hasta nuestros dfas, ha observado una n.Q. 
table. e~oluci6n teológica que lo distingue en la actualidad como medio mb per 
fect~ -de tutela constituciona 1, el ámparo en -el . Acto de Refonna de 1847 s~ os: 
tentó como un 'medio de control de un. ordenamiento ordin~rio, o sea como prote.s_ 
tor t.le los derechos públicos _subjetivos cuya ff~ación se deja a una ley secun- · 
daria en la Constitución Yucatec_a de 1840, en cambio se relevó como un medio -
de tutela constitucional genuino. · Si bien es cierto que, como hemos dicho, la 

(30).- . Slnchez Viamonte Carlos• Los Derechos ,del HolÍlbre en la Revoluci6n Fran . . ·.· . ·, . . -
cesa, .UNAM,· México, 1956.. Plginas 42-48. 
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citada Acta de Refonnas implant6 un sistema de "anulación" de las leyes fe­
derales o locales· que contravinieron a la ConstitucHin, por otro lado lo es 
también que tal sistema era de carácter polftico y no jurisdiccional como -
lo es e.l amparo. Sin embargo, nuestro Juicio de Amparo, a través de la ga­
rantfa de legalidad consagrada en el art.ículo 16 constitucional, tutela la -
Ley Fundamental no únicamente en los casos específicos a que se refiere el 
articulo 103, sino en relación con todas sus disposiciones, por lo que sin 
genero de duda es un verdadero medio de control constitucional y haciendo -
un breve razonamiento, el Juicio de Amparo tiene corrio finalidad esencial la 
protección de las garantías del gobernado y el régimen competencial existe!), 
te entre las autoridades federales y la de los ~stados. Extiende su tutela 
a toda ·la Constitución, es cierto que esta tutela se imparte siempre en fu!). 

ción del interés particular del gobernado, ya que sin la afectación de éste 
por un acto de autoridad el amparo es improcedente, por lo que es el Juicio 
de. Amparo el mecliü jurfdico de que dispone cualquier gobernado para obtener 
en su beneficio la observancia de la Ley Fundamental contra todo .acto de -­
cualquier órgano del Estado que la viole o pretenda violarla. Es en esta -

última propensión donde se destaca el carácter de orden público del amparo 
como juicio de control o tutela de la Constitución, ya que el interés espe­
cifico del gobernado con vista o con referencia siempre a un interés supe-­
rior, e:l cual consiste en el respeto a la Ley Suprema. (31). 

Cuando la investigación histórica se.enfoca hacia un tópico de. derecho con 
el objeto de descubri'r en el decurso de los tiempos un antecedente de alguna 
institución jurídica de estructura formal legislativa, existe la tendencia -
generalizada de imput~r la creación jurídica ·y nonnativa de ésta a una S.Q. 

la personalidad. Tal predisposición a individualizar la causación institu-­
cional se agudiza en la indagación de los precedentes legislativo's de nues-­
tro Juicio de Amparo,_al grado de que en la actualidad se descubren dos co~­
rrientes excluyentes que atribuyen la paternidad de dicho medio·constitucio~ 
nal de defensa a alguno de estos egregios juristas y polfticos mexicanos:· -­
Don Manuel Crescencio Rejón y Don Mariano Otero. Parece ser que la.inclina­
.ci ion histórico-jurfdica a considerar comp autor del Juicio de Amparo a Don 
Mariano Otero prevalece sobre 1.a contraria, es decir, sobre lo que arrojá la 
paternidad réspectiva al insigne yur.ateco, quien es conceptuado por Don Ha_--

(31).- Tena .Ramfrez Felipe, Derecho Constitucional Mexicano, Editorial Pórrúa, 
lla. Edición. P&ginas 51-53., México. 
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nuel Herrera y Lasso como mero "precursor" de nuestra institución. N4es-­
tro Ju1c.1o de Ampáro, que en sus aspectos de procedencia y mecanismo proc~ 
sal asume pérfiles tfpicamente nacionales qUe le atribuyen superioridad i.!l 
discutible sobre medios simflares de defensa constitucional imperantes en 
otros' pa 1 ses, no es el fruto de un sólo acto ni la obra de una sól a perso­
na. No puede afirmarse que atendiendo al concepto lógico y al fenómeno -­
real que implica el proceso de creación, Rejón haya sido su "precursor" y 

Otero su "creador". Tanto uno como el otro contribuyeron a crear·nuestra 
institución, habiendo desempeñado dentro de la fonnación pa111atina respec­
tiva diversos y distintos actos, los cuales, a su vez, reconocen antecede.!!_ 
tes teóricos y prácticos nacionales y extranjeros. Pretenderemos esboza.r 
la participación que dichos ilustres juristas mexicanos tuvieron en la obra 
ingente y excelsa de nuestra historia jurfdica: la creación del Juicio de -
Amparo. Independientemente de que conforme a nuestra opinión, la estructu­
ración jurídica del amp¡i,ro en el sistema de la Constitución Yucateca de - -
1840, es bajo algunos primordiales aspectos, superior a la .que se estable-­
ció en el Acta de Reformas de 1847. Podemos afinnar que el pensamiento de 
Rejón y ·otero es, en términos generales, claramente coincidente, ·circunsta.!!. 
cia que nos induce a suponer que no es posible señalar ninguna primacía ló­
gica de. las ideas de una sobre las del otro o viceversa. Sin embargo, des­
de un punto de vista estrictamente cronológico, lA cuál de los dos juristas 
se debe la honra de externar primero 1~ idea del amparo y de su fonna de -
funciorar, en términos análogos a los que caracterizan a dicha instituci6n. -
en nuestro De.recho Constitucional? Estimamos que a Don .Manuel Crescencic. -
Rejón, qu.ien con anterioridad a Den Mariano O"tero, implantó en su estado n!_ 
tal un medio de preservación constitucional que presenta las misma,s y fund! 
mentales característiéas de nuestro actual Juicio de Amparo, hegemonfa cro­
nológica que no está desvirtuada por ningún dato histórico que conduzca a -
la conclusión. contraria. En consecuencia; nuestro Juicio de .Amparo, perfef_ 
.cionado ya en la Constitución Federal de 1857, adquirió vida jurídica posi-. . . . 

tiva a través de la integración sucesiva de sus elementos peculiares en la 
obra conjunta de Rejón y.Otero; al primero inc~mbe el galardón de haberlo -
concebido e implantado con .sus notas esenciales, como institución local co­
rrespondiendo al segundo .el honor. de haberlo convertido en Federal en el Af. 
ta anterionnente aludida. (32). 

(32) .- Burgoa ·Ignacio. El Juici.o de Amparo, la. Edición, Editorial Porrúa. 
P&ginas 92-95. Méx1co. 
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En lo que concierne a la garantía de legalidad contenida en los tres últimos· 
párrafos del artículo 14 constitucional, la Suprema Corte de Justicia en in­
númeras ejecutorias que serfa prolijo citar al ejercitar su función jurisdif 
cional con motivo del conocimiento del Juicio de Amparo, tácitamente ha venj_ 
do corroborando las apreciaciones que vertimos con antelación, en el sentido 
de que dicho juicio es también un medio de control de legalidad. Al conocer. 
se, en efecto, de los amparos promovidos contra sentencias penales, civiles, 
(lato sensu), administrativas y las que se dictan en asuntos de trabajo (la!:!_ 
dos), por violaciones a leyes de procedimiento o de fondo, propiamente se ei 
tudia el problema jurídico planteado en relación con las normas que rigen la 
materia en la cual se interpone, estableciendo el consiguiente control.· Por 
tanto, al ejercer el control de legalidad mediante el conocimiento jurisdic­
donal de los juicios de amparo, se s.alvaguardan las garantfas llamadas indj_ 
viduales dentro de las cuales se encuentra la legalidad· plasmada en los P.á-­
rrafos II, III y IV del artículo 14. En conclusión, si bien es cierto que -
la Constitución de 17 suprimió la garantía de la exacta aplicación .de la ley 
en materia civil, no por ello restringió el Juicio de.Amparo, pues estable-­
ciendo la garantía de legalidad en los párrafos III y IV de1 artfculo 14, lo 
refutó como medio de control de legalidad, a tal grado de identificarlo; en 

' ' < ' 

este punto con recursos de carácter ordinario. La formulación de un concep:-
to se integra mediante la reunión de todos los elementos que lo compont?n en 
una proposición lógica. Tratándose de Juicio de Amparo, su concepto debe -­
comprender,. por ende, todas las caracterfsticas que constituyen su esencia -
jurídica institucional, mismas que se refieren a las notas en que se traduce 
su género próximo y a 1 as que imp 1 ic'an su diferencia especifica. Hemos di--

' cho que el amparo es un medio jurídico qu~ preserva los derechos públicos -­
subjetivos del gobernado contra todo acto de autoridad que infrinja las nor-
. . 
mas j~ridicas (Fracción I del articulo 103 de la Constitución}, que garanti-
za en favor .del particular el sistema competencial existente entre autorida- · 
des fe.derales y la de los Estados (fracciones II y III de dicho precept~), y 
que por últi1110 protege toda la Constitución, así como toda la legislaci6n·s! 
cundaria con vista a 'la garantía de legalidad consignada en los artfculos 14 

y 16. de la·ley Fundamental y en funci6n·del interés jurfdico particular del ~ 

gobernado. La acción que inicia dicho procedimiento se dirige contra el ór­
gano estatal al que se atribuye el acto infractor •. teniendo aquél, en conse­
cuencia, el carácter de parte demandada. Por último, la sentencia que se .;.. 
dicta en ese procedimiento con la que culmina el amparo a 1 otorgar ·1 ª. protef_ 
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ción en favor del gobernado, invalida al acto violatorio. Como se ve, el am­
paro tiene una finalidad esencial dual, simultánea e inseparable, pues al pr.Q. 
teger el gobernado contra cualquier acto de autoridad que infrinja la Consti­
tución, y por ende, todo ordenamiento legal secundario, pr:eserva conmitante-­
mente el orden constitucional y el nonnativo no constitucional. Por razón de 
dicha doble finalidad, el amparo es una institución.Jurfdica de índole indiv.i_ 
dual y social, al mismo tiempo es de orden privado y público y social. De or. 
den privado porque tutela los derechos.constitucionales del gobernado, en pa.r.. 
ticular, y de orden público y social debido a que tiende .a hacer efectivo el 
imperio de la Constitución y de la ley frente a cualquier órgano estatal y en 
cuya observancia palpita un indiscutible interés social, toda vez que .sin el · 
respeto de las disposiciones constitucionales y legales se destruiría el rég.i_ 
men de derecho dentro del que deben funcionar todas las autorid.ades del país. 

·Así, el amparo es una institución procesal que tiene por objeto ·proteger al -
gobernado contra c11:ilquier acto de autoridad' (lato sensu), que en detrimento 
de sus derechos viole la Constitución. (33). 

El amparo en cambio no persigue el mismo fin a que tienden los actos proces! · 
les mencionados. El amparo no pretende decidir acerca de las pretensiones - . 
originarias de los sujetos activo y pasivo d.el procedimiento en el cual sur­
ge. sino trata de reparar la violación cometida en perjuicio personal contra 
el orden constitucional, aunque indirectamente, como ya dijimos, tutela tam'" 
bién el orden legal sec::.:r:dario .. Tratándose del amparo, el órgano jurisdicci.2_ 
nal .al cual incumbe su conocimier¡to, no sólo reemplaza a la!utoridad respons!_ 
ble, sino que la juzga por lo que atañe a su actuación inconstitucional, es -
deci.r califica sus actos conforme al ordenamiento supremo sin decidir acerca 
de las pretensiones originarias del quejoso cuando el acuerdo recafdo a ellas 

no imp.l ique contravenciones a la Ley Fundamental, que además es la fuente del 
amparo, o sea el ordenamiento que lo establece en donde se origina. Por tan­
.to, .el. Juicio de Amparo es una insfitución constitucional, y en materia penal 
es una institución de profundo arraigo en. el Derecho Público de nuestro pais. 
Aún cuando a 1 gunos autores han pretendí do encontrar sus antecedentes en otras 
legislaciones extranjeras,pero como ya dijimos anteriormente es esencialmente 
mexicano en el régimen dictatorial que encabezó López de Santa Ana, la serie 
de atentados que se cometieron en dicho lapso ocasionaron que nuestro Juicio 

' ' 

de.Amparo, profundamente enraizado en la conciencia nacional, no fructificara 
y el advenimiento de .régimen. fede.ral consagrado en la Constitución Política -
de 18.57, abrió vigorosas cauces a los estudios que se realizaran sobre el Ju! 
cio de Amparo, el. cual ha sido no s61o una i,nstitución de profundo contenido 
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jurfdico, sino.un medio eminentemente práctico para defender los derechos de 
los gobernados que ha merecido los más cálidos elogios de juristas extranje­
ros que lo han conocido como el profesor Piero Calomandrei. Puede afirmarse 
que en el lapso del 20 de Enero de 1869 al 14 de Diciembre de 1882, el Jui-­
cio de Amparo alcanzó madurez como institución nacional y si al princip'io se 
estableci6 que sólo era procedente cuando la solicitaba la·parte agraviada,­
la jurisprudencia señaló nuevos derroteros estableciendo el reconocimiento -
de ese derecho para terceras personas fntimamente ligadas con el quejoso, SQ. 

bre todo cuando se trataba de actos de imposible reparación por afectar a la 
vida o a la integridad física. El articulo 133 de la Constitución Federal -
de la República dispone que ésta deberá ser la Ley Suprema en toda la Unión, 
que las leyes emanadas del Congreso Federal o de las kegislaturas de los Es­
tados y los tratados que celebre el Presidente de la República con países e! 
tranjeros, para que se refuten legales deberán estar de acuerdo con ella y.­
que los. tribunales de cualquier .jerarquía se ajustarán a sus preceptos, a· P! 
sar de las disposidones o leyes que existan en contrario. Asf se .ha consa­
grado el mantenimiento del control de legalidad y la supremacfa de nuestra -
Carta Magna que consti.tuye la natio essendi d~l Juicio de Amparo. (34). 

(33).- Zamudio Fix, El Juicio de Amparo. Editorfal Porrúa, México, 1964· •. 
Páginas .44-48. 

(34).- Cueva Mario. Apuntes (mimeográficos) de Derecho Constituciona, México, 
1963. Páginas 33-38. 
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CAP l TULO II • 

EL CONCEPTO DEL PROCESO PENAL. 

Idea General. 

Procedimiento, proceso y juicio son· frecuentemente confundidos en su connota­
ción jurídica real y no es raro observar que .tanto en la legi,slación como.en 
el uso general del idioma se les otorga una sinónimia que fatalmente conduce 
a errores. 

Comúnmente se habla del procedimiento más adecuado para llevar a cabo alguna 
cosa, o sea, de los actos sucesivos enlazados unos a otros, que es necesario 
realizar para el logro de un fin específico. 

El ténnino proceso deriva de procederé, cuya traducción es "caminar adelante" 
en consecuencia, proceso y procedimiento son fonnas o derivados de proceder 
o caminar adelante. En una acepción el procedimiento puede seflalar o ser 1.a 

. forma, el método de cuya aplicación .al objeto dependerá la mutuación de un -
estado a otro (proceso), El juicio no debe ser sinónimo de lo anterior, es 
1 a etapa procedimental , en 1 a cua 1 me di ante un enl a.ce conceptua 1 se detenni na · 
desde un punto de .vista adecuado el objeto del proceso. (35). 

Relación HiStórico-Doctrfnal .- Partiendo de esta ter.minologfa general, trat! 
remos de precisarla en el campo· del Derecho empezando por el aspecto históri­
co doétrinario y despué's en la ley vigente, para asf fijar su enlace y con~e­
nido. Entonces tenemos que en el movimiento ideológico del siglo XVII, pens_! 
dores t~n notables como Monstesquieu, Rousseau y Voltaire se preocuparon de -
la irregularidad con que llevaban a cabo los procesos, condenarQn airadamente 
los sistemas, pero no llegaron a fijar una distinción conceptual entre proce­
sos y· procedimiento. En la.escuela c14sfca, Fra~cesco Carrara no precis6 una 
distinción conceptual entre procedimiento, proceso y juicio, más bien util iz6 
estos vocab1es ca~i sin.6nimamente al considerar ql.(e el procedimiento o juicio 
es "un conjunto de actos sole1J1nes con que ciertas personas legf timamente aut.Q. 

. . 

(3~).- CoHn Sánchez Guillermo, Derechos Mexicanos de Procedimi~ntos Penales, 
Sa; Edici6n, Edi~orial Porrúa, 1979. P!gfnas 55-56. 

···.:··.: .•. \ 1'.j 
i 
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rizadas. para ello, y observando el orden y la forma determinados por h ley, 
conocen acerca de los delitos y de sus autores, a fin de que la ·pena no re-­
caiga sobre los inocentes sino sobre los culpables". La escuela positiva -­
asumiendo una actitud semejante.no lleg6 a distinguir y a precisar el uso de 
esta terminología, tal vez debido a que en esa época el procedimiento se - -
circunscribía a las formas adoptadas por los juristas para hacer factible la. 
aplicación de la ley penal sustantiva y aún no se concedía imp.ortancia cien­
tífica a esta disciplina. 

' Diversos conceptos de procedímiento y proceso de la doctrina moderna. Los • 
procesalistas han elaborado gran número de definiciones de las que se des- -
prenden aspectos if!!portantes en cuanto a la esencia y fines del. proceso. 

Tom~s Jofre define al procedimiento penal como "una serie de actos solemnes 
mediante los cuales el juez natural observando formas establecidas por la -­
.ley, conoce del delito y de sus autores, a fin de que la pena se aplique a~· 
los culpables". (36). 

Vfct~r Riquelme al distinguir entre Derecho Procesar Penal, Procedimiento y 
Pro.ceso, indica que el .segundo constituye "el conjúnto de nonnas y reglas P.! 
ra 1a realización de la justicia penan¡ (37). 

Manuel Rivera silva estima que el proceso es: "el conjunto de actividades d~ 
bidamente reglamentadas y en virtud de las .cuales los órganos jurisdicciona­
les resuelven, sobre su. relación jurfd1ca que se les plantea". 

Eugenio Flo.rián dice que el procedimient9. es ''el conjunto de actividades y -
fonnas mediante las cuales los 6rganos competentes pre-establecidos por. la ~ 
ley, observando ciertos requisitos, preveen Juzgando a la aplicac16n de la • 
ley penal en cada caso concreto, pará definir la relaci6n jurfdico penal co!!. 
creta y eventualmente las relaciones secundarias conexas". · 

De acuerdo con el. artfculo 14 constitucional, el Juicio implica una serie de 

(36).- Manual de Procedimiento Civil Penal, Sa. Ed1c16n, Anotada y puesta al 
dfa por el Dr. Halperin, Tomo U. Buenos Aires, 1~41. Página 12. 

(37).- Instituciones de Derecho Procesal Penal, pá~ina 14~ Edición Atalaya.· 
Buenos Aires, 1946. 
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garantfas de seguridad jurfdica debido a que se hace referencia a la funci6n 
jurisdicciona, es decir, a que el derecho sea declarado, pero observando pa­
ra ello un conjunto de actos relacionados unos con otros, que peimitan la re 
soluci6n del caso, siempre a cargo de la autoridad judicial. 

Al concepto "proceso" se le di6 la misma equivalencia al señalar al 6rgano -
jurisdiccional las obligaciones y prohibiciones a que está sujeto en todo C2_ 

so del orden penal, significando con ello el conjunto de actos legales a que 
debe someter su actuación. Colfn Sánchez nos dice y con él estamos de acue.r. 
do que el procedimiento debe entenderse como el conjunto de actos y fonnas 
legales que deben ser observados obligatoriamente por todos los 'que intervi~ 
nen desde el momento en que se entabla la relaci6n jurídica material del De­
recho Penal, para hacer factible la aplicación de la ley o un caso concreto, 
partiendo de esto, podemos decir que e.l proceso penal es un constante desa-­
rrollo evolutivo que indispensablemente se sigue para el logro de un fin, p~ 
ro no un ffn en sí mismo, sino mas bien como un medio para hacer manifiestos 
los actos de quienes en él, intervienen, los cuales deberán llevarse a cabo -
en forma ordenada, pues el surgimiento de una será el que dé lugar. a su vez 
al nacimiento de otros, y asf sucesivamente, para que mediante su 'previa ob­
servancia se actualice la sanción prevista en la ley penal su~tantiva, de lo 
cual podemos decir que el procedimiento tiene dos acepciones: una lógica y -

.otra jurídica,·desde el punto de vista lógico es una sucesión de fenómenos -
vinculados entre sf a través de ·relaciones de causalidad y finalidad; jurídj_ 
camente es una ·sucesión de actos que se refieren a la investigación de los -
delitos y de sus autores y a la instrucción del proceso, por lo que el proc~ 

dimiento. será la fonna, el método empleado para que el proceso pueda llevar­
se a cabo, por lo tanto, el primero es .un concepto general que envuelve den­
tro de su seno el concepto proceso, y éste a su vez, al juicio. (38). 

Teorfa de la relación jurfdico-procesal, la cual determina la activi.dad de -
las partes y de,l juez, y está regulada por el ordenamiento jurídico respect1 
vo. presuponiendo en todo momento el cumplimiento .de. ciertos requisitos orgfi_ 
nicos (presupuestos procesales), sucediendo entre todos los que en el proce­
so intervienen creando derechos y obligaciones para cada uno de ellos.mismos 

. que convergen .en un mismo ffn.común, es posible afirmar también que la teo-­
rfa de la 'relaci6n procesal es una consecuencia natural de la superacio~ de 
las instituciones, cuyo avance innegable es producto de los postulados mode.r. 

(38).- Colfn Sánchez Gufllermo, Derecho Mex1Cano de Procedimientos Penales, 
5a. Edié:ión .• Editorial Porrúa, Páginas 42-45. · 
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nos en que se apoya la ciencia del Derecho. En la legislaci6n mexicana dicha 
teorfa encuentra plena vigencia. El proceso es una relaci6n jurídica proce-­
sal pública y se lleva a cabo progresivamente entre el 6rgano jurisdiccional 
y los demás sujetos intervinientes, quienes están íntimamente ligados por un 
vinculo o nexo jurfdico, de tal manera que los actos de unos originarán a su 
vez, los actos de otros, pero siempre regidos en todo por la ley. El ejerci­
cio de la ley penal hará factible el resurgimiento de la relaci6n procesal, -
iniciándose un conjunto de relaciones de orden fonnal en la que intervendrán 
el Ministerio Público, el Juez, acusado, defensa y el particular ofendido por 
el delito, y aún en forma secundaria, la policía, testigos, peritos, etc •. 

El proceso penal en México, según algunos tratadistas, es de tipo acusatorio, , 
sin embargo, algunos otros afinnan que es mixto, en este sistema o sea, en el 
acusatorio existe un 6rgano del Estado como titular de la acción penal, de --

. tál. manera que si ésta no ha sido ejercitada, no es posible desde ningún pun­
to de vista la existencia del proceso. La libertad de las personas est~ ase­
gurada por un conjunto de garantías instituidas lega.lmente y s61o·admite las· 
excepciones que la exigencia procesal requiere hasta en tanto se dicté la se!!. 
tencia, de t.al manera que imperan los principios de igualdad, moralidad, pu-­
bl ici dad y concentrac i6n de los actos procesa les, correspondiendo la aporta--: · 
ción de las pruebas a las partes y la valoraci6n de las mismas al órgano ju-­
risdiccional. (39). 

LA FUNCION DEL MINISTERIO PUBLICO EN EL DERECHO POSITIVO MEXICANO. 

La averiguación previa. 

Es la etapa procedimental en que el Ministerio Público va a realizar un con-­
junto de actos encaminados a determinar si los hechos de que ha tomado conoci 
miento constituyen un delito y siendo esto así quien.o quienes son sus proba­
bles autores, para que dado el caso, pueda provocar la jurisdicción a través 
del ejercicio de la acci6n penal. .Es en este período en donde se entabla la 

relaci6n jurfdica material de derecho penal, misma que deberá ser legalmente ins_ 
trumentada en todas sus fonnas para que en su momento procedimental pueda defi­
nirse. 

· (39),;. Garcfa Ramfrez Sergio, Derecho. Procesal Penal, 3a. Edición, Editorial 
Porrúa 1980, .Páginas 85-90. México. 
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Al respecto, se dice que la relación jurídica procesal se ha concedido en -
forma dinámica, sin embargo, ésta no podría surgir si. no existiese un impul 
so jurfdico que le diera vida constante para llegar a su último fin. Este 
impulso llamémosle así, es la acción penal. Por el motivo expresado es el 
momento de ocuparnos de esta cuestión, ya que durante la averiguación pre-­
via, lo que va a prepararse es la acción penal para que debidamente instru­
mentada pueda ejercitarse. La acción penal en mi opinión personal es el P.Q. 
der. jurídico de excitar y promover la decisión del órgano jurisdiccional S.Q. 
bre una determinada relación de derecho penal, es decir, es aquél que emana 

de la ley con facultades expresas para un actuar determinado que facilitara 
una tarea especifica a cargo de· otros sujetos cuyos actos nos conducirán al 
fin deseado, por tal motivo y como se puede advertir, el titular de la ac-­
ción penaJ en México. es el Ministerio Público y como caso de excepción pue­
de llevarse a cabo su. ejercicfo .en la Cámara de Diputados para los casos i.!!. 
dicados en la Constitución Política que nos· rige, en otros términos, el ·Mi­
nisterio Público tiene el .monopolio de la acción penal. 

Durante la etapa de la averiguación previa, el Ministerio Público va a 11~ 
var a cabo la preparación del ejercicio de la acción penal (actividad o fu.!!, 

ción a que dan lugar la relación jurídica material de derecho penal), para 
que satisfechos los requisitos legales pueda darse la relación jurídica pr.Q. 
cesal y en su oportunidad sea definida la pretensión pun.itivá estatal, por 

. . . . . 
lo que la acción penal viene· siendo la fuerza o impulso que habrá de requi-
sitar para hacer factible la concurrencia de un consecuente que en ausencia 
de aquella no podría obtenerse desde un punto de vista jurídico válido, el 
concepto de acción· puede darse· en múltiples esferas .del mundo jurídico, em­
pero, solamente haremos br~ve referencia a las diferencias existentes entre 
la acción civil y acción penal, de la primera diremos que.está a cargo de -
la parte lesionada (particular o una per~ona moral), el daño es moral y ma­
terial, tiene un fin restaurador (admite el desistimiento, la transacción o 

' ' 

renuncia), de la segunda se puede mencionar que es púbÍico, único, indivisi 
ble, no es trascendenta y es irrevocable. (40J. 

(40).- Arilla Bas Fernando, El Procedimiento Penal en México, Editorial - • 
Kratos, 1981, Páginas 37-40. México. 

\ .· 



45. 

Hay que tomar en cuenta que la titularidad de la acci6n penal ha sido varia­
ble en las distintas etapas por las que ha atravesado la humanidad, encomen­
dándose en algunas a los ofendidos y a sus familiares y en otras a 6rganos -
del Estado. En México la Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexic! 
nos, indica en el artículo 21 lo siguiente: "La persecución de los delitos -
incumbe al Ministerio .Público y a la policía judicial, la cual estará bajo -
1 a autoridad y mando de aquél ... " 

El articulo 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
' 

·vigente indica: "Si el delito fuere común, la Cámara de Diputados erigida en 
gran jurado declarará, por mayoría absoluta de votos del número total de sus 
miembros que la forman si ha o no lugar a ·proceder contra el acusado 
(41). 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, .en el artículo III 
indica: ,¡De los delitos oficiales conocerá el Senado, erigido en gran jurado; . . 
pero no podrá abrir la averiguación correspondiente sino previa acusación de 
la. Cámara de Diputados", en el párrafo tercero de. ese mismo prec.epto, indica· 
a la letra: "Se concede acción popular para denunciar ante la Cámara de Dip.!!_ 
tados los delitos comunes u oficiales de los altos funcionarios de la Feder! 
ción. Cuando la Cámara mencionada declare que ha lugar a acusar, nombrará -
una comisión de un seno para que sostenga ante el Senado la acusaci6n de que 
se trate". Tomando como punto de partida los precepto~ reguladores del pro­
cedimiento penal, importa destacar que el Ministerio Público no podría avo-­
carse a la averiguación de los hechos sin tener cpnocimiento de alguna mane-. . . . . 

ra, que éstos se han realizado. En otros.'casos no basta el simple conoci.., -
miento, será indispensable se ~atisfagan ciertos requisitos legales, para -­
que así el Ministerio Público se considere facultado para llevar a cabo sus 
funciones inve.stigatorfas, los requisitos de proced.ibilidad en la legisla- -
ción mexicana son los siguientes: DENUNCIA,- Este es el requisito que se tr! 

· duce en el ejercicio de la acción penal, sin este. requisito ningún juez PO:--
. . ' . 

drfa avocarse al conocimiento de los hechos, yaque desde tiempo in.memorial a 
manera de .canon el ásico .se viene repitiendo, ningún juez puede proceder de -
oficio. (Neprocedat ludex ex officio). Este criterio esU recogido por nues-

(41).- Rivera Silva [Manuel], Procedimiento Penal, 9a. Edici6n, ~xico, Ed.! 
torial Porrúa, 1978. P4gfna 27. · 
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era Constituci6n en el articulo 16, por lo .tanto la palabra denuncia en dj_ 
cho precepto no debe entenderse con la acepci6n.que común y corrientemente 
se le ot.orga, sino por el contrario, se traduce en el hecho jurfdico a ca,r: 
go del Ministerio Público de ejercitar la acción penal para que el juez t.Q. 

me conocí mi en to de 1 os hechos, ya que a través de di cho acto, aquél se 1 os 
está haciendo saber previa la satisfacción de las exigencias legales. LA 
QUERELLA es el derecho potestativo cuyo titular es el ofendido por el delj_ 
to y que se traduce en la anuencia que manifiesta para que sea investigada 

.Y sancionada la infracci6n penal mencionada, este requisito de procedibilj_ 
dad es de gran importancia en el Derecho Mex.icano, en virtud 1de que están 
incluidas dentro del C6digo Penal varias figuras delictivas, para cuya in­
vestigación y persecusión es necesario que medie la exigencia mencionada.­
EXCHATIVA, este requisito es la petici6n que lleva a cabo el representan-

. te de un país extranjero para que se proceda penalmente en contra de quien 
ha pr.oferido injurias a 1 gobierno es 1 a anuencia 'mani fes ta da por organ'i smos 
o autoridades competentes (en los casos expresamente previstos por la ley) 
para el ejercicio de la acci6n penal. Es durante la averig~aci6n previa -
cuando se manifiesta la función de la Policía Judicial, a cargo del Minis­
.terio Público a la que calificamos con ese nombre, porque toda la .activi-­
dad por realizar tiene características netamente policiales. (42). 

LA CONSIGNACION.- Es el acto procedimental a través del cual el Ministerio 
Público ejerce la acci6n penal, desde uri punto de vista práctico el ejerci­
cio de.éste, es pone~ a disposición del órgano jurisdiccional competente -­
las diligencias y al deteni.do, o bien, según el caso, únicamente las dili.-­
gencias. Este·acto procedimental no reviste formalidades especiales, dado 
que la. ley no lo prevee, por lo tanto, de acuerdo con la jurisprudencia SU.§. 
tentada por la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n·, bastará que el Mini.§. 
terío .Público se ubique en las hipótesis a que antes nos referimos para que 
se entienda que ha ejercitado la acción penal, los efectos procedimentales 
de la consignación dependerán de la forma en que.ésta. se haya llevado a ca-· 
bo (con o sin detenido); el Ministerio Público consigna sin detenido y pone 
a disposición del Juez las diligencias de. averiguación previa y solicita a 
través de lasniismas que po'r tratarse de un delito que se sanciona ·con pena 

(42).- González Bustamante, Juan .José. Principio de Derecho Procesal ·Penal 
·Mexicano. Páginas 92, 95, Ed.itorial Porrúa, ~léxico, 1980. 
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corporal se libre orden de aprehensf6n en contra de persona determinada, por 
estar satisfechas las exigencias del articulo 16 Constitucional, 1a consign! 
ción con detenido se pone a disposición del juez competente las diligencias 
y al presunto responsable de la conducta o hecho por considerar que están S! 
tisfechas las exigencias constitucionales. 

LA INSTRUCCION.- Es el segundo perfodo del procedimiento penal en donde se 
llevarán a cabo los diversos actos procesales, encaminados a la comprobación 
de los elementos del delito y al conocimiento de la verdad histórica y la -­
responsabilidad o inocencia del supuesto sujeto activo, se llama instrucción 
porque atendiendo a la connotación del vocablo (impartir .conocimientos), los 
sujetos procesales van a aportar conocimientos al órgano jurisdiccional so-­
bre la ;situación concreta, objeto del proceso. 

AUTO DE RADICACION.- Es la primera resolución procesal en donde .se hace·- -
constar que el juez ha tomado conocimiento de los hechos denunciados por.el 
Ministerio Pl'.iblico, en otros términos que la jurisdicdón ha principiado a -
darse sobre.el caso concreto, con sus naturales consecuencias, es a partir -
de ese momento cuando se inicia la relación jurídica procesal, puesto que el 
Ministerio Público ha quedado vinculado jurídicamente con el juez, al igual 
que otro·sujeto más que ahora se denomina procesado. Con tal motivo, e_l Mi­
nisterio Público ha dejado de actuar como autoridad y se.ha transformado en 
un sujeto de la relación _jurfdica que participa en la misma con el carácter 
de "parte", él hasta antes de este momento, indicando que es ahora un proce­
sado, el juez, en cambio, interviene como un órgano eqúflibrador de los ac-­
tos promovidos por una y otra "parte" llevando a cabo los actos de decisión 
que le encomienda la ley, los efectos del auto de radicación dependerán .de -

· 1a forma en que se haya llevado a cabo la consiganción (sin detenido o con - " 
él), el juez .tomará en consideración lo preceptuado por el artfculo 16 de -
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

ORDEN DE APREHENSION.- Es ún acto procesal en el cual el órgano jurisdicci!I. 
nal con base en la solicitud formulada por el Ministerio Público y tomando -
en consideración que están satisfechos los requisitos del artículo 16 de.la 
Constitución "ordena" la captura de un sujeto detenninado, para que tan lue­
go como se logre sea puesto, de imredia~o, a disposición .de la autoridad que 
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lo reclama, con el f1n de que aquél conozca todo lo referente a los hechos ~ 

que se le atribuyen y pueda de esa manera res~onder a los mismos, sino exis­
te el requisito de procedibilidad denuncia a cargo del Ministerio Público, -
el juez no podrá proceder de oficio, tampoco podrá ser obsequiada la orden -
de aprehensión si existe ausencia de la acusación o querella cuandc,el deli­
to se sanciona con pena alternativa no dá lugar a la orden de aprehensión, -
ya que sólo procede tratándosé de aquellas infracciones que se sancionan con 
pena corporal. 

Dentro de los lapsos importantes en los que deben desarrollarse actos proce­
sales está el de 72 horas, el cual principia a contarse, momento a momento,"'. 
a partir del instante en que el procesado es puesto a disposición del órgano 
jurisdiccional para que al fenecer él mismo se resuelva la situación jurídi­
ca de dicho sujeto, ahora bien,. se hace mención a un término de 48 horas, -­
dentro del cual debe tomarse al procesado su .declaración preparatoria e int~ 
resa aclarar que este último queda comprendido dentro del término de las 72 
horas a que se refiere el ,articulo 19 Constitucional. 

AUTO DE FORMAL PRISION.- Resolución judicial que se dicta al fenecer el té!. 
mino Constitucional de 72 horas, por estar comprobado el cuerpo del delito y 
existir elementos suficientes para considerar- que exi~te presunta responsabi 
_l idad en contra de una persona determinada y cuyo efecto, entre otros, es -­
que continúe el proceso por todos sus trámites legales. 

AUTO DE FOnMAL PRISION CON SUJECION O PROCESO.: Resolución judicial que se 
dicta, al fenecer el término. Constitucional de 72 ho_ras, por estar comproba­
do el cuerpo del delito de una infracción penal que se sanciona con pena al-. 
ternativa y por existir elementos ·suficientes en cuanto a la presunta respo!l_ 
,sabilidad de un, sujeto determinado para que se continúe el proceso, como en 
el auto de formal prisión se ordena el procedimiento que , según el caso, S!. 
guirse; Ordinario y· Sumario, es necesario.que nos ocupemos de.la razón que -
origina uno u otro y de la dinámica que ef'I un orden general los caracteriza, 
atendiendo a lo preceptuado por los artículos._305, 306,.307 y demás relati-- · 
vos del Código de Procedimientos. Penales para el D.F., cuando no exceda _de ... 
cinco aftos de prisión la pena máxima aplicable al delito.por el cual se haya 
dictado el auto de formal prisión, el juez, de oficio asf lo ordenará en la 
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resoluci6n mencionada, no obstante, si el inculpado o su defensor, dentro de. 
los tres dfas siguientes de noti,f'lcado el auto rehtivo, solicitan que se -­
lleve a cabo el procedimiento ordinario, así se hará. Para el Sumario, el -
auto de formal prisión abre un perfodo de 10 dfas para proporcionar pruebas, 
las que desahogadas conducirán necesariamente al cierre de la instrucción, -
resolucidn que permitirá el surgimiento de la tercera etapa del procedimien­
to penal, o sea el juicio. Para el Ordinario, el auto de formal prisidn or-. 
dena poner el proceso a la vista de las partes para que propongan dentro de 
15 días, contados desde el siguiente a la notificación de dicho auto, .las -­
pruebas que estimen pertinente, las que se desahogarán en los 30 días poste­
riores. Pudiera ser que al ser desahogadas las pruebas surgieran nuevos el!i 
mentos probatorios, en tal caso, el juez puede ampliar el término, por diez 
días más a efecto de que se reciban aquellos elementos que se estimen neces! 
rios para el conocimiento de la verdad, transcur'ridos o .reiniciados los pla­
zos mencionados, o si n? hubiere promoción alguna, el juez declarará cerrada 
la instruccidn, resolución judicial que hará surgir la tercera etapa del pr.Q_ 
cedimiento penal. (43). · 

La segunda etapa de .la instrucción es la fase proc~dimental en la cual habrá 
lugar a que el material probatorio pueda aportarse por los intervinientes ..;_ 
del proceso en forma plena y con igualdad· de oportunidades. Por esta raz6n. 
el tratadista.mexicano Don Carlos Franco Sodi opina: "Ocuparse de dicha fase 
procesal significa abordar el estudio de la problemática que entraña la pru~ 
ba penal". Por'lo que prueba es todo aquello que sea susceptible de condu-- · 
cirnos al conocimiento de la verdad histórica y <le la personalidad del deli.!). 
cuente, para asf adquirir la certeza necesaria que facilite_ a los 6rganos de 
la justicia hacer factible la aplicación del derecho penal substantivo, den­
tro de las instituciones jurfdicas y aún en la vida común y corriente, la -­
prueba ha tenido y tiene una importancia capital a grado tal que en muchos -

' . . 
renglones es. el respaldo y sostén del pensamiento, de las técni~as y aún de 
la ciencia misma; 

De esta manera es notable como pueden contrastar en un momento dado, el si!!). 
ple testimonio de un particular con el dictamen fundado y razonado de un e! 

(43).- Colfn Sánchez Guillenno, Derecho Mexicano de Procedimientos Penal.es. 
5a. Edición, Ml!xico. Editorial Porrúa 1979, Páginas 73-80. 
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perta en una rama d~l saber, al igual de las múltiples aportaciones que en -
el ámbito científico y mecánico han .alcanzado supremacfa en torno a lo que -
había venido siendo improvisación o práctica insegura, muchas veces auspici,! 
dora del error y la injusticia, así se tiene que la averiguación previa, la 
instrucción y el juicio se manifiestan a través de los actos que les son ca­
racterísticos, mismos que estarán apoyados en elementos probatorios que de -
acuerdo con su contenido producirán los efectos jurídicos correspondientes.­
Dentro de la teoría de la prueba es importante dife\enciar el objeto, el ór­
gano y el medio de prueba para así manejar con mayor ·facilidad el tema en -­
cuestión, tanto desde el punto de vista teórico como el práctico. . . 

OBJETO DE PRUEBA.- Es aquello que originó la relación jurídica material dé 
Derecho Penal, esto es la conducta o hecho que se atribuye a un sujeto deter. 
minado y del c.ual este debe dar cuenta ante el poder social. 

ORGANO DE PRUEBA.- Es la persona física que aporta el conocimiento al proc~ 
' ' . . ' . 

so, esto es respecto a 1 a conducta o hecho y a sus efectos internós o exter­
nos (ofendido, testigos; etc.). Es todo aquello que va a ser utilizado para 
11egar al conocimiento de lo que constituye en general el objeto de prueba -
(tal es el caso del at~stado o: declaración de un testigo) ... 

· La valoración de la prueba es un acto procedimental de carácter intelectivo 
en el que se .relacionan los medios de.2_rueba entre sí para su análisis .y con-· 
clusión acerca de los fines específicos del 'proceso penal, está a·cargo del 
juzgador, quién con .base en sus cono<:i.mientos sobre la materia, su cultura -
general y 1 as ex peri enci as obtenidas durante· toda la escuela procesa 1 , . la -- . 
llevará a cabo. Tal valorización .de la prueba la lleva a cabo el órgano ju­
risdiccional en todos los momentos del procesó, pues de otra manera no podrían 
entenderse ni justificarsé las diver.sas resoluciones que la dinámica de éste 
va requiriendo. Todo esto es independiente del momento culminante de c~al-• 
q~ier proceso, en que para poder definir la pretensión. punitiva estatal. la 
valoración comprendé todo' el acervo probatorio que fue factible acumular pa- .•. . . . ' 

ra el objeto y fines procesales. 

Ahora nos dedicaremos al estudio de los medios pro.batorios que desde siempre 
han sido inC'luidos en todas l~s .legislaciones procesales del mundo y que ta!!! 
bién regula nuestrá 1egishci6n, a~í se tiene que en cuanto a la CONFESION,-

. . ' ' •, '. ' 
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es el reconocimiento que a través dé su declaración lleva a cabo un indiciado, 
procesado, acusado, o sentenciado de haber participado en alguna forma en los 
hechos que se le imputan, la declaraci6n de testigos es el atestado a cargo -
de personas que refieren lo que les consta por haberlo percibido a través de 
los sentidos. Del concepto anterior se desprenae la necesidad de p_recisar lo 
que es un testigo. Asf tenemos que etimológicamente se deriva de DETESTTIBUS 
(testando), que significa referirse, explicar, dar fe a favor de otro, por lo 
que testigo es una persona física que manifiesta ante los órganos de la justi 
cia lo que le consta, en forma directa e inmediata por haberlo percibido a --, 
través de los sentidos, en relación con la conducta o hecho motivo de la in--
vestigación. (44). 

En el Derecho Mexicano el Careo está entendido y regulado como garantía del -
"debido proceso Legal" y también como medio de prueba por lo que es el acto -
procesal que tiene por objeto aclarar los aspectos contradictorios de las de­
claraciones del procesado o procesados, del ofendido y de los testigos, o de 
éstos entre sf. para con ello estar en posibilidad de valorar esos medios de .: 
prueba y alcanzar el conocimiento.de la verdad, en otras palabras, el careo -
es una diligencia complementaria de las declaraciones contradictorias •. para -
brindar oportunidad, no solamente a las rec;:tificaciones que según el caso pu~ , 

... diesen tener lugar, sino también a una forma á través de la cual el órgano ju . 
1 -

ri.sdiccional pueda adquirir mayores elemento.s de: juicio para valorar, en su -
oportunidad las mencionadas declaraciones •. L.as personas a cuyo cargo está la 
administración de justicia, no es posible que posean todos los conocimientos 
que integran.el contenido de las artes y las Ciencias, razón por la cual. en -
multitud de ocasiones se ven precisados a acudir a especilistas de éstas para 
el cumplimiento de sus funciones: (peritos) cuando el auxilio mencionado se -
requiere, queda a cargo de sujetos físicos denominados peritos, quienes por -
tal motivo pasan a integrar la relación juridica procesal por lo que la peri­
tación·es el procedimiento empleado por el perito para re.alizar los fines que 
se le han encomendado, mismos qué traduce en un dictamen razonado de acuerdo 
con su 11 1ea1 • saber y entender" •• del concepto dado se deduc;:e que el peri to -­
si empre debe tener. una capacidad técnico .cientfffca o práctica en una ciencia 

.o arte y esta a su vez abarcará sobre per~onas,. hechos y objetos. 

(44).- González Blanco Alberto, El Procedimiento Penal Mexicano; Editorial Po­
.rrúa, 1975, Páginas ·47-50. 
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Las limitaciones de carácter humano que puedan privar en los órganos de la -
ju'sticia hacen necesaria la intervención de sujetos auxiliares denominados -
intérpretes, como en aquellos casos en los que el ofendido, el procesado o 
los testigos no hablan el idioma castellano o cuando se trata de traducir --

' un documento, etc. Situaciones como las mencionadas se solucionan con la --
presencia dentro de la relación jurídica procesal de terceros especialistas -

. en idiomas y mímicas especiales por lo que.interprete es ·1a persona física C! 
pacitad.a pa.ra entender y traducir idiomas o mímicas especiales, de lo que se 
puede deducir que la interpretación no es un medio de prueba desde cualquier 
ángulo que se le contemple, puesto que el intérprete no aporta ningún conoci­
miento en torno a los hechos motivo de la investigación, simplemente se con--

, ' 

creta a. traducir lo que se expresa o es~á escrito en un idioma diferente al -
castellano, .sin agregar ningún elemento ajeno o bien, a .indicar lo que una -­
persona está manifestando a través de mímicas como en el caso de los mudos o 
sordomulos. LA INSPECCION.- Esta diligencia.tiene gran importancia en el co­
nocimiento de la realidad de una conducta o hecho o para el descubrimiento de 
su autor, igualmente reporta grandes ventajas en la integración del tipo pe-•. 
nal, sobre todo, como un medio más para corroborar la sinceridad o.insinceri-: 
dad de las declaraciones y otros aspectos relacionados con los hechos y el -­
grado de participación del o sus autores, o sea, es un acto· procedimental cu­
yo objeto es la observación, exámen y descripción de personas, lugares, obje-

. tos y efectos de los hechos. 

CONFRONTACION.- Comúnmente llamado "Identificación en rueda de presos", no -
es un medio de prueba propiamente dicho, sino más bien una diligencia necesa­
ria para despejar algunas incógnitas que puedan surgir de las decl,araciones¡­
para asf estar en mayor posibilidad de poder justipreciarlas adecuadamente, -
esto es, encaminado a identificar a una persona a la que se hace alusión por 
algún declarante en su atestado y con ello estar en posibilidad de otorgarle· 
el valor probatorio que le corresponde el juez tomará la protesta de decir -­
.verdad al que .va a proceder a la identificación, interrogándole si insiste en 
su declaración, si conoció con anterioridad a l~ persona a. quién le atribuye el 
hecho, si' le conoció en el momento de la ejecución de delito, y si después de 
que éste se .llevo a cabo le ha visto en algún lugar, "por qué causa y con qué 
motivo", esta diligencia tiene un carácter psicológico de gran importancia P! 
ra establecer la veracidad o la falsedad de quien o quienes ha~ declarado en 
el orden; conducente y deberá valorarse, no· en forma aislada, sino relacionan­
dola con las demás diligencias y medios de prueba con que se cuente. A través 
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del confronto e'J órgano jurisdiccional tendrá oportunidad de advertir el com­
portamiento de 1 sujeto que va a 11 eva.r a cabo 1 a f den ti fi cac.i6n, 1 a seguridad 
con que se conduce y la certeza que le asista, en su caso, etc. 

RECONSTRUCCION DE LA CONDUCTA O HECHO.- En realidad dicha diligencia está e!!. 
caminada a la verificación de las declaraciones en relación con los dictáme-­
nes periciales y otras diligencias más que existan en el expediente instrume!!, 
tado durante la secuela. del procedimiento, con el fin de que el juez en forma 
directa e inmediata pueda contar con las bases necesarias para realizar, en -
su oportunidad, una· correcta justipreciación de todo el materiil probatorio.­
acto en el que se reproduce la forma, el modo y las circunstancias de la con­
ducta o hecho de acuerdo con lo ,indicado por las declaraciones y los dictáme­
nes de peri tos. T'iene además, un carácter francamente teatra} puesto que co­
mo ya .indicamos deberá escenificarse la conducta· o hecho con todos aquél los -
pormenores que se estimen pert'inentes, el efecto psicológicp en cuanto al' co­
nocimiento de la verdad dependerá de la seriedad con que se celebre indepen-­
dientemente de que no deja de estar ajena a todas las consecuencias que en el 
orden publicitario puedan contribuir·.a 1a conformación o defonnación ~e una '." 
corri.ente de opinión positiva o negativa en torno al proceso y a algunos d~ - · 
sus intervenientes. (45). 

LOS.DOCUMENTOS.- Desde siempre.han tenido importancia capital en el desenvol 
vimiento humano . En el mundo de nuestros días el ·documento es un ·elemento -
indispensable en ·el acontecer económico, polftico y social del ~ombre dentro 
del ámbito jurídico, los documentos no sólo constituyen un medio para la rea-
1 ización de múltiples fines, sino también el instrumento necesario para plas­
mar la voluntad y hasta. el sentimiento en los diversos sectores de la ciencia. 
Los documentos son fuerte coadyuvante de éstas, no únicamente como medio, ay.!!_ 
da, o apoyo técnico, sino también como respaldo, instrumentación o consolida­
ción en los .diversos renglones que de acuerdo con el caso son requeridos, ad~ 
más en donde corista o se expresa de manera escrita, .representativa o reprodU.f. 
tiva, la voluntad de una o más personas, relatos, ideas, cuestiones,pHtiéas~~ 
hechos o cualquier otro aspecto cuya naturaleza sea factible de manifestarse 
en las formas señaladas. De las múltiples clasificaciones que sobre los docu-

. mentas se han elaborado, la trascendente para nuestro estudio es .. la que los -
clasifica en: 

PUBLICOS.- Cuya fonnaci6n está encomendada por la ley, dentro de los lfmi-

(45).- Piña y Palados Javier. Los recursos en el Procedimiento Penal. México. 
Secretaría de Gobernación, 1976. Páginas 55-60. · • . . . 
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tes de su competencia a un funcionario público revestido de la fe pública, y 
los expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones. ·• 
La calidad de públicos se demuestra por la existencia regular sobre los doc.!!_ 
mentos de los sellos, firmas u otros signos exteriores que en su caso preven 
gan las leyes;. 

PRIVADOS.- Los vales, pagarés, libros de cuentas, cartas y demás escritos -
firmados o fi'nllirdos por 1 as partes o de su orden y que no estén autoriza dos -
por escribano o funcionario competente, los documentos públicos hacen prueba 
plena, los privados lo harán contra su autor si fuesen judidalmente recono­
cidos. por él o no los hubiere objetado, a pesar de saber que figuran en el -
proceso. 

INDICIO.- Es un hecho, elemento, circunstancia, accidente o particularidad 
que guarda un nexo de causalidad con el delito y con él o sus probables aut.Q_ 
res considerados así los indicios podríamos concluir que todo medio de prue­
ba es un indicio independiente del valor procedimental. que en su oportunidad 
sea capaz de producir, la ley dispone que todos los medios de prueba o de in 
vestigación, constituyen menos indicios. 

Una vez transcurridos los lapsos que se refieren a la promoción de pru.ebas o 
si estos han sido renunciados de acuerdo con el tipo de proceso que se haya 
seguido, sumario u ordinario, o si no se hubiere promovido pruebas, el juez 
declarará cerrada la instrucción. La resolución judicial que declara cerra-. 
da la instrucción de nacimiento a la tercera etapa del procedimiento penal -
llamada .... 

JUICIO.- Que en nuestro medio queda reducido al simple formulismo de la ll_! 
mada"vista o audiencia", como acto preliminar para que el. juez en su oportu­

. ni dad pueda decidir la pretensión punitiva estatal ,por lo que podemos decir . . . . ' . 

que los .actos preliminares a la audiencia mencionada son las conclusiones y 
éstas a su vez son actos procedimentales a cargo del Ministerio Público y de. 
la defensa, con el objeto de que fijen las bases sobre las que versará laª.!! 
diencia final o para que el Ministerio Público funda"1f!nte su pedimento y se 
sobresea el proceso, en su caso. (46), 

(46)." De Pina Rafael Manuel de Dere~ho Procesal Penal. Páginas 75. 78, Ed. 
7a,. Editorial Porrúa. Méx1co, 1977. 
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. Cerrada la instrucción el Ministerio Público fonnulará sus conclusiones, p~ 
ro para precisar con mayor detalle esta cuestión habrá que atender al tipo 
de procedimiento de que se trate, tratándose del procedimiento sumario, en 
la resolución judicial sobre la admisión de pruebas se señala la fecha de -
la audiencia y si se trata del ordinario cerrada la instrucción el orgáno -
jurisdiccional mandará poner la causa a la vista del Ministerio Públic.o pa­
ra que durante el término de cinco dias, fonnule s.us conclusiones. Si el -
expediente· excediere de 50 fojas, por cada 20 de exceso o fracción se aume.!!_ 
tará un día más. Las conclusiones del Ministerio Público se clasifican en: 

ACUSATORIAS.- Que es la exposición fundamentada, jurídica y doctrinariamente 
de los elementos instructores·del procedimiento en los.cuales se apoya. el Mi 
nisterio Público para señalar los hechos delictuosos por los que acusa, el -
grado de responsabilidad del acusado, la pena aplicable, la reparación del. -
daño y las demás sanciones previstas por la·ley, según el caso de que se tr-ª.. 
te. 

INACUSATORIAS.- Esto es, justifica la no acusación del procesado y la libe.r 
tad del mismo, ya sea porque el delito no se haya comprobado ó exiStiendo é.?_ 
te no sea imputable al procesado porque se dé en favor de éste alguna causa 
de justificación u otra eximente, amnistía, prescripción, perdón o consenti -
miento del 'ofendido. Adviértase que las conclusiones de la defensa siempre 

·tienen como antecedente las· del Ministerio.Público, pues de otro modo no ha­
bría base para que aquellas se formularan obvio es señalar que las conclusi.Q. 
nes de la defensa no admiten una clasificación como la que señalamos Pªfª -­
los del Ministerio Público, ni están sujetos a formalidades especiales uria -
vez que han sido fonnuladas y aceptadas por el Orgáno de la'Jurisdicción" é!· 
te señala la fecha para la celebración de la "audiencia final de primera in.?_ 
tancia". Entiéndase por ésta la diligencia efectuada en la tercera etapa -- . 
del procedimiento penal y que tiene lugar entro los sujetos de la relación -· 
jurídica, para que las "partes" reproduzcan verbalmente sus conclusiones y -
presenten pruebas, en su caso1 y el orgáno jurisdiccional este en mayor am-­
plitud de definir la pretensión punitiva estatal. La realidad no puede olvj_ 
dar que esta diligencia a ~esar de la importancia que le concede la legisla-· 
ción vigente no deja de ser un trámite burocrático del prpceso y que su din! 
mica queda reducida a que ante la presen9ia del orgáno jurisdiccional .y del 
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acusado, tanto el Ministerio Público como el defensor simplemente se concre­
ten a señalar verbalmente que reproducen las conclusiones que en s.u oportunl_ 
dad presentarán por escrito. Si acaso. el Ministerio Público agregara que -
solicita se le aplique al acusado todo el rigor de la ley y el defensor, en 
cambio, si es el de oficio, rutinariamente y con humildad franciscana conmo­
vedora hasta las lágrimas pedirá clemencia (l?) para su defensa cuando las -
"partes" nada tienen que agregar, el Juez preguntará al acusado si quiere h! 
.cer uso de la palabra y efectuado esto o no, según el caso, el órgano juris­
diccional simplemente declarará "vista el proceso" reservándose los derechos 
que le confiere la ley para definir la pretensión punitiva estatal, en su -­
oportunidad, es decir, para dictar sentencia. (47·). 

De aquí, se deduce que la sentencia es la resolución judicial que basada en 
los elementos del injusto punible define la pretensión punitiva estatal y --

. termina la instancia· siendo el acto procedimental a través del cual el órga­
no jurisdiccional alcanza.plenitud en el ejercicio de su función c~ract~rfs­
tica, definir un caso concreto en materia procedimental es un acto intelectl_ 
vo de la justipreciación de todo el.material probatorio que se ha aportado -

en torno a una conducta.o hecho y a su probable autor, para concluir necesa-
, '. ' ·, 

ri amente en dos puntos concretos : Cu l pabil.i dad-Inocencia. Es de afi nna rse -
que dictada la sentencia se ha .hecho justicia, lo cual equivale siempre en -
sus respectivos ordenes correspond1entesa absolver o condenar. Ahora bien, 
la declaración de culpabilidad arroja como consecuencia la imposición de una 
pena. La decl.aración de inocencia produce ia ·restitución y disfrute de la -
libertad, que hasta el 'momento de la sentencia estaba· restringido de lo arit~ 

rior se deduce que las sentencias se clasifican en: Condenatorias y AbsolUto . ·. . -
rias, más cabe precisar que el objeto concreto de las sentencias son los. he­
chos que motivaron el ejercicio de la acción penal y por los cuales se si- - . 
guió e 1 proces() en todos sus trámites y que . por medio de las probanzas prod.!!, 
Cidas establecerá el Juez si son o no motivo de de.lito y en su caso si el --

. acusado es. el ·responsable dél mismo, la sentencia como acto intele¿tivo y P! · 
ra .los efectos procesales deberá manifestarse.en un ·documento jurfdico que -
permite su comprobación, .certeza y efectos legales, es decir, a través de é1 
te adquirirá forma. 

(47) • .: Garcfa R.amfrez Sergio, Curso de De.recho Procesal, 3a. Edición, México . 
. Editoria Porrúa, 1980. Páginas 78-85. · 
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Toda sentencia consta de las siguientes partes: Prefacio.- Este inicia.la -
sentencia en él expresándose aquellos datos necesarios para identificarlo c~ 
mo: la fecha y lugar en donde se dicte, el tribunal que la pronuncie, el' nú­
mero de expediente,' los nombres y apellidos del acusado, su sobre-nombre, el 
lugar de su nacimiento, edad, estado civil, domicilio y profesi6n. 

LOS RESULTADOS.- Estas son las formas adaptadas para hacer historia de los · 
actos procedimentales (averiguación previa, ejercicio de la acci6n penal, -­
desahogo de pruebas, etc.). 

LOS CONSIDERANDOS.- Estos son también formas establecidas para vel"ificar y 

razonar los actos procedimentales y fundarlos confonne a derecho. 

LA pARTE. DECISORIA.- Este expresa los puntos concretos de la resoluci6n con 
los fundamentos jurídicos del caso~ 

La .sentencia condenatoria produce los siguientes efectos: Termina .la primera 
instancia. Dá lugar, según él caso, á la interposici6n del recursocorres'."­
pondiente y con· ello se inicia la segunda instancia. En su caso, la resolu­
ción adquiere el carácter de "autoridad de cosa juzgada". (48). 

(48)~- Gondlez Bustámante Juan José. Principios de Derecho .Procesal: Penal 

Mexicano. Págs lÚS, 107, Editoria.1 Porrúa~ México, 1980. 
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CONDENATORIA EN MATERIA PENAL. 
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·Se entiende por sentencia, según nuestra legislaci6n el acto procesal del -­
juez o tribunal que decide el fondo del negocio. (Artículo 220 del C6digo f! 
deral de Procedimientos Civiles). 

Las autoridades competentes para conocer del juicio de amparo.en sus senten­
cias podrán suplir el error en que haya incurrido la parte agraviada al ci-­
tar la garantía cuya violación reclama otorgando el amparo por la que real-­
mente parezca violada •. pero sin cambiar los hechos o conceptos de .violación 
expuestos en la demanda. 

El juicio de amparo por inexacta aplicación de la ley contra actos de autori 
. . -

dades judiciales del orden civil, es ~e estricto derecho, y por tanto, la -­
sentencia que én él se dicte se sujetará a los ténninos de.la. demanda sin--. 

• • . ' . • 1 

que sea pennitido suplir ni ampliarnada en ella. También es de estricto d! 
recho el amparo en materiá administrativa. En cambio, en el amparo penal, -

· laboral, cuando se trata del trabajador y en el caso de que se debatan dere­
chos menores o incapaces. la autoridad que conozca de.1 mismo tiene la facul­
tad de suplir la deficiencia de la queja~ La sentencia que conced~ el ampa­
ro tendrá por objeto r.estituir al agraviado en el pleno goce de la garantfa 
individual, violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes 
de la violaci6n, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo;cuando -­
sea de i:a.r&cter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad -· 
responsable a que obre en el sentido de. respetar la garantfa de que se trate 
y a cumplir, por su parte, lo que la misma exige, es decir que la protecci6n 
que la Justicia Federal hace al agraviado si son eminentemente condenatorias, 
puj!sto que contriñen a la autoridad résponsable a restituir a este de dicho . 
derecho. 

La jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia sostiene que las senten-­
cias de amparo s61o pueden resolverse sob.re.la constitucionalfdAd o inconsti 
tucionalidad d~l acto que se reclama i nllnca sobre cuestiones cuya decisión 

'. • • 1 ' 

compete a los Tribunales del fuero común. 
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También sostiene la jurisprudencia que la sentencia de amparo no pueden tomar. 
se en consideraci6n violaciones de garantfas que los quejosos no hicieron va­
ler en la demanda. Esta tesis es válida en amparos civiles, administrativos, 
y. laborales aunque en éstos puede suplirse la queja. En tanto que tratándose 
de amparos en materia agraria promovidos por núcleos de poblaci6n ejidal o C.Q. 

munal, ejidatarios o comuneros, la autoridad competente deberá resolver sobre 
la inconstitucionalidad de los actos reclamados tal y como se hayan probado -
en el curso del proceso, a pesar de que sean distintos a los invocados en la 
demanda. 

Las sentencias que dicten los jueces de Distrito en el proceso de amparo admJ.. 
ten el recurso de revisi6n en tanto que las que pronuncian la Suprema Corte o 
los Tribunal es Colegiados, generalmente tienen el carácter de ejecutoriadas.~ 
porqué no pueden ser combatidas·de ·ninguna manera. No son susceptibles de P.Q. 
der ser reformada5 o mqdificadas mediante el recurso .de ninguna clase, por· e! 
to la ley de materia denominada ejecutoria a la sentencia de la Suprema corte . 

. ,,.,. 
',' ;' 
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AUTORIDADES COMPETENTES PARA CONOCER EL JUICIO DE AMPARO. 

Dentro de la 'función jurisdiccional de control constitucional que ejercen los 
Jueces de Distrito, los Tribunales Colegiados de Circuito y la Suprema Corte. 
de Justicia, .opera un sistema de competencia entre dichos órganos por lo que 
atañe al juicio de amparo, y que está instituid.o por la Ley Fundamental, la -

Ley de Amparo y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación principal 
mente. El ejercicio.del juicio de amparo, como cristalización de la función 
de control constitucional está condicionado por ese presupuesto procesal que 

se llama competencia y que lo .hemos considerado como el conjunto de factores o 
elementos de capacidad con· que el orden jurídico en general inviste a los ju! 
ces de Distrito, a los Tribunales Colegiados de Circuito y a la Suprema Corte 

primordialmente para conocer del mencionado m.edio de preservación de la C~ns-
.. titución en las distintas hipótesis de procedencia· consignadas por su artícu-

. · .. lo 103. Po: este motivo, la competencia en el juicio de amparo, como en cual 
quier otro juicio o procedimiento jurídico en gene~al se revela como una lim}_ 

tación a la jurisdicción en este caso, a Ja función de control constitucional 
genérica. Para delimitar la competencia en materia de amparo en el supuesto a 

que rios referimos, existe una. regla fundamental en el sentido de que el juic;:io 
de garantías es procedente ante un Juez de Distrito, cuando el acto que se re­

clama no sea una sentencia definitiva civil, penal o administrativa ni .un lau­
do dictado en materia laboral. Por el contrario, si el acto impugnado. es una 
sentencia definitiva el juicio de amparo debe interponerse ante la Suprema -­
Corte o ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los respec.,. 
tivos casos competenciales, el criterio para demarcar la competencia en mate-­
ria de amparo entre los Jueces de Distrito, por una parte, y la Suprema Corte 
y los Tribunales Colegiados de Circuito por la otra, estriba en la naturaleza 
del acto reclamado. El criterio para la delimitación competencial a que nos 

. referimos se encuentra consagrado tanto en la Constitución, como en la Ley de 
Amparo y en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación (artículOs 107 

constitucional, fracción V, incisos a). b), c) y d) y VI; 44, 45 y 158 de la 
Ley de Amparo y 24, fracción III, 25, fraccifn III, 26 fracción III, 27 frac­
ción 111 y 7 bis fracción I del capitulo. JI bis de la ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación). La competencia de '1os Jueces de Distrito para CQ 
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nacer de un juicio de amparo se establece en todo caso en que el acto que se 
reclame no sea una sentencia definitiva civil, penal o administrativa, o un -
laudo arbitral también definitivo, regla que se contiene en la Con'st1tuci6n -
como en la Ley de Amparo y en el Ley Orgánica del Poder Judicial de la Feder! 
ci6n (artkulo 107 Constitucional fracci6n VII, 114 de la Ley de Amparo y 41 
fracciones III y IV; 42 fracciones III, IV y V; 43 .fracci6n VII y VIII de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación}. al través del seftalamiento 
de actos específicos que son: actos en juicio, fuera de juicio o después de·­
concluido; actos que afecten a personas extrafias a él; actos de autoridad ad­
ministrativa, es decir, distinta de los tribunales judici.ales, administrati-­
vos o del trabajo¡ actos dentro del juicio cuya ejecución sea de imposible re . -
paraci6n y actos o leyes que entrañen una interferencia competencial entre -­
las autoridades federales y las locales conforme al artfculo 103 constitucio­
nal, fracciones II y III. Ahora bien, la procedencia del amparo indirecto o 
bi-instancial contra este último tipo de act.os de autoridad debe distinguirse 
del caso a que se refiere el artículo de la Ley Orgánica del Poder Judicial -
Federal precepto que en sufracci6n. segunda otorga competencia úniéa a lá su­
prema Corte1. funcionando en ·pleno para conocer de las .controversias que se -­
susciten por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan 
la soberanfa de los. Estados o por leyes o actos de las autoridades de éstos -
que invadan la esfera de la .autcridad federal ·cuando sean promovidas por la -

. entidad afectada o por· la federaci6n. en su caso, en defensa de su S>beranfa o 
; •• 1 

de los derechos o atribuciones que les confiere la Constitución. 
' 

Competencia de la Suprema Corte .de Justicia en Materia Penal de las sentencias 
definitivas dictadas en juicios penales y que sean impugnables mediante la ac­
ción directa de garantfas ante dicho Alto Tribunal en los s~guierites casos:· --

. Cuando se pronuncien por tribunales jud.iciales del fuero federal incluyendo los 
•· castrenses o militares independientemente 'del monto de la pena que en dichos -

fallos se imponga al quejoso.~ Cuando se dicten por autoridades judiciales del 
orden común. siempre que impongan l.a pena de muert.e o comprendan una sanción -
privativa de lalibertad que exceda del Unnino de cinco allos. es decir. del -­
.que para el otorgamiento de la libertad caucional sella la la fracción I del ar­
:uculo 20 de la Constituci6n. (fracción v. inciso a) del artfculo 107 Constitu­
cional). Interpretando por.exclusión este caso competencial se colige que cuan. 
do una sentencia definitiva en material penal dictada por autoridades judiéia-

',.,·_.:. 



les del orden común no decrete ninguna de las sanciones mencionadas del jui­
cio directo de garantfas conocerá el Tribunal Golegiado de Circuito corres-­
pondiente. 

Sin embargo, si la sentencia definitiva penal reclamada impone a otras pers.Q. 
nas alguna sanción privativa de la libertad inferior al ténnino medio aritm! 
tico de que se ha hablado y dichas personas han impugnado el· propio fallo en 
amparo directo, de todos los juicios de garantfas conocerá· la Suprema Corte, 
según regla contenida en la fracción ÍII, inciso a) del artfculo 24 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Como se ve la Suprema Corte -
tiene en tal caso una competencia atrayente sobre los Tribunales Colegiados . 
de Circuito. Cuando se trate de sentencia definitiva dictada en incidentes. 
de reparación del daño exigible a personas distintas de los inculpados o en 
los de responsabilidad civil pronunciadas por los mismos tribunales que conoz .· ·. . . . -
can o hayan "conocido de 'los ,proce'sos respectiv os, o por tribunales diversos 

·en los juicios de responsabilidad civil, cuando la acción se funde en la co­
misión d~l delito de que se trat¡¡ (articulo 24 fracción· IlI, inciso c) de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federac·ión). En este caso.Ja compe-­
tencia de la Súprema Corte se surte siempre que los citados incid~ntes o los 
juicios de responsabilidad .civil mencionados se relacionen; con los supuestos 
previstos en los incisos a) y b) de la fracción III invocada. 

Competencia de. los Tribunales. Colegiados' de Circuito en Materia Penal .. · Tenie_!!. 
do la Suprema Corte, según hemos dicho competencia expresa y limitativa para 
conocer del juicio de amparo ~irecto contra sentencias. definitivas del orden · 

· pena 1 fuera de· los casos a que nos hemos referido él conocimiento de dicho:. 
juicio i.ncumbe a los Tribunales Colegiados de Circuito. Consiguientemente, 
estos órganos judiciales conocen .del ampar!> uni-instancial contra las citadas 

· sentencias .definitivas en los siguientes casos: Cuando los mencionados fallos 
se dicten por aútoridades judiciales del .orden común en los que no impongan -
la pena de muerte ni. la privación de la libert~d .del quejosos por un término 
que no exceda de cinco años·de prisión, es decir~ cuanto tal sanción tenga -- · 
una duración menor. Cuando .cumpliéndose 'con los extremos a que nos referimos 

· en el párrafo inmediató anterior, la propia sentencia no haya sido impugnada 
por alguna . persona contra qui en se haya decretado en ella la pena de muerte o 
privación de. libertad superior a cinco allos de prisión, o en él caso de que • 
la propia s~ndón, ,para .todas las personas a quien se haya impuesto, sea me-­
nor de dicho.tém;ino~ Cuando el acto reClamado cons.ista en una sentencia die 

"' ' . -



63. 

tada en los incidentes de reparación del daño exigible a personas distintas 
de los inculpados o en los de responsabilidad civil pronunciadas por los -­
por los mismos tribunales que conozcan o hayan conocido de los procesos re1 
pectivos o por tribunales diversos, en los juicios de responsabilidad civil 
cuando la acción se funde en la comisión del delito de que se trate, siempre 
que dichos incidentes o juicios se relacionen con los procesos penales en -
que el fallo definitivo haya sido pronunciado por autoridades judiciales del 
orden común y no condene a la pena de muerte ni señale una sanción privativa 
de la libertad que exceda del ténnino medio aritmético fijado por el articu-

. . . . 
lo 20 de la Constitución para el otorgamiento de la libertad caucional (capj_ · 
tulo III bis, articulo 7 bis inciso a) de la Ley señalada). Contra las sen-­
tencias constitucionales que dictan los jueces de Distrito en primera instan 
cía en los juicios de amparo que ante ellos deban promoverse reclamando cu~l 

. quier acto de autoridad que no sea fallo penal, civil o administrativo o un 
laudo. arbitral definitivos, procede el recurso de revisión {articulo 83 fra.s_ 

· ción IV de la °Ley de Ampar~,· en relación con el articulo 107 fracción .VIII, 
Constitucional), Dichas sentencias que se pronuncian en la audiencia de fon 
do o constitucional pueden decretar el sóbreseimiento del amparo por algÚna 
causa de improcedencia del .juicio respectivo, negar o conceder la prot~cción 
federal. 'Ahoril bien, el recurso de revisión cuya interpÓsición y substanci.~ 
ción originan una segunda instancia en el amparo fallado por un Juez de Ois-. . 
tri to, puede ser del conocimiento. de la Suprema Corte o del Tribunal Colegia 

' ' ' . ' -. 
do de <Circuito que corresponda, es decir, que el juicio de garantfas indfre.s 
to o bi..;instancial, en alzada, es de la competencia de cualquiera de dichos. 

·órganos.judiciales federales en sus respectivos casos. Es decir, la Suprema 
Corte tiene una competencia limitativa para .conocer ·de la revisión, recurso 
que en lo tocante al amparo indirecto o bi.:instancial ~ ~ólo procede ante - -
el la contra las sentenc.ias constitucionales que dicten los Jueces de Distri­
to, articulo 84 de la Le,y de Amparo. Por tanto, a diferencia de la competen 
cia de 1 a Suprema Corte que es expresa y 1 imitativa en ei'conocimeinto de ta 1 

recurso, la de los Tribunales Colegiados de Circuito es reservada y extensiva, 
quedando comprendidos dentro de .ella tod.os los casos distintos a los que se -
r:efiere el precepto antes apuntado, artículo 85 de la Ley de Amparo. Los fac . . . -
tores que determinan la fijación competencial entre los Tribunales Colegiados 
de Circuito de la RepObl ica en ambos tipos de juicios de. amparo son la mate~­
ria y el territorio. El criterio material sólo rige traUndose. de los Tribu-

. nales Colegiados de Circuito con residencia en la Ciudad de M~xico y que están 
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comprendidos dentro de lo que la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal deno­
mina "Primer Circuito de Amparo". 

Los restantes Tribunales Colegiados de Circuito, es decir, los que residen fu~ 
ra de la Ciudad de México, tienen competencia indistinta por razón de la mate­
ria en los dos citados tipos de juicios de amparo. Conforme al territorio es 
competente el Tribunal Colegiado de Circuito para conocer delos amparos direc­
tos o uni-instanciales, dentro de cuya circunscripción se ubique e'l domicilio 
de la autoridad que haya dictado la sentencia civil, penal o administrativa o 
el laudo arbitral definitivos que se impugnen en la vía constitucional (artí­
culos 107 Constitucional fracción VI y 45 de la Ley de Amparo). En cuanto al 
conocimiento del recurso de revisión contra las sentencias de fondo pronunci1 
das en los juicios de amparo indirecto o bi-fnstanciales ti.ene competencia el 
Tribunal Colegiado a cuyo circuHo pertenezca el Juez de Distrito que las hu­
biese dictado, según el articulo 72 bis de la.Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación alq eu nos remitimos. El pleno de la Suprema Cort.e conoce -
del recurso de revisión contra las sentencias· dictadas en la audiencia consti 
'tucional por los jueces de Distrito en los juicios de amparo indi~ecto bi-in! 
tancial en que el atto reclamado sea una ley federal o local. Sin embargo, .: 

esta competencia es transistoria pues una vez que el Pleno haya establecido -
jurisprudencia sobre las cuestiones de constitucionalidad o inconstitucionali 
dad de una ley o sobre la improcedencia del amparo respectivo en que ésta se 
hubiese impugnado, a las Salas incumbe el conocimiento de dicho recurso, cuya•· 

. decisión deberá fundarse en la tesis jurisprudencial correspondiente (artfcu-
lo 83 fraccºión I inciso a) de la Ley de Aniparó: También conoce el Pleno de la 
Suprema Corte del recurso de revisión cuando el amparo indirecto o bi-instancial 
fallado por el Juez de Distrito se hubiese promovido en alguno de los casos a 
que se refieren las fracciones· II y III del artfculo 103 Constitucional, es -
decir, cuando se trate de interferencia de competencia entre las autoridades 
federales y. las de los Estados (articulo 84 fracción I inciso b) de dicha Ley). 

Tres son los factores que se limitan la competencia entre los diferentes Jue­
ces de D.istrito de la Repúblic~ para ~onocer del amparo indirecto o bi-insta.!!. 
c'ial en los di ~rsos casos en que este procede. Dichos factores son el Terrj_ 
torio, la materia jurídica sobr.e la que verse el acto reclamado y. la fndole -
.especial de. la autoridad responsable. Es el articulo 36 de la Ley de Amparo, 

''·1 
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en relación con el artículo 107 Constitucional fracción VII, el que establece 
diferentes reglas de fijación competencia] para los Jueces de Distrito por r.!!_ 
z6n del territorio y a las que nos vamos a referir enseguida. 

La primera de ellas que es la fundamental dispone que es competente para con,2_ 
cer del juicio de amparo el Juez de Distrito "en cuya jurisdicción se ejecute 
o trate de ejecutarse el acto reclamado" (párrafo primero del citado artfculo 
36). Conforme a esta prescripción legal, es el lugar donde vaya a ejecutarse 
el acto reclamado lo que fija la competencia del mencionado {uncionario. Por 
tanto, cuando sean varios Jos actos reclamados, teniendo unos el carácter de 
ordenadores o decisorios y otros e 1 de ejecutivos es Juez competente en cuya 
circunscripción territorial se ubique el sitio o el lugar donde estos últimos 
se vayan a realizar, aunque los primero emanen de autoridad cuya residencia -
no pertenezca a dicha circunscripción. 

Para determinar la competencia de un Juez de Distrito en el conocimiento de -
un juicio de amparo en cuya demanda se reclamen a~tos decisorios; actos preP! 
ratorios de la ejecución de éstos y actos ejecutivos debe atenderse al lugar 
donde estos últimos se realicen o traten de realizarse, de t.al manera, que la 
residencia de la autoridad decisoria o de aquella a la que se atribuyen los ªf. 
tos preparatorios es irrelevante para la fijación competencial. Esta conside­
ración ha .sido .sostenida por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 
en el sentido de que es el sitio donde los actos reclamados vayan a ejecutarse 
materialmente, lo que establece la ·competencia de los Jueces de Distrito, es -
decir, que es competente aquel "en cuya jurisdicción vaya a ejecutarse el acto 
que de los. reclamados tenga ejecuCfón material" .. Si los actos ejecutivos re-­
clamados son susceptibles de realizarse materialmente en diferentes lugares -­
comprendidos dentro de las jurisdicciones territoriales pertenecientes a dive.r. 
sos Jueces de Distrito, la competencia para conocer del juicio de amparo res-­
pectivo' se surte en favor del funcionario judicial que hubiere prevenido (art..! 
'culo 36, párrafo segundo de la Ley de Amparo). es decir, de aqu~l que se haya 
anticipado en la avocación del .Juicio mediante la admisión de la demanda corre! 
pondiente. Cuando el acto reclamado consista en una resolución que no requiera 
ejecución material, lo que determina la competencia del Juez de Distrito es él 
lugar donde reside la autoridad responsable. Esta .regla se aplica a los casos 
en que se trate de actos netamente declarativos o absolutamente negativos que 
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no originen ningún acto ejecutjvo pues en este último supuesto rigen las dos 
reglas que hemos señalado con antelaci6n (artículo 36 de la Ley de Amparo, -
párrafo 3). Si la resolución reclamada ameritando ejecuci6n material con su 
sólo dictado viola alguna garantfa individual y se reclama antes de que haya 
comenzado· a ejecutarse el amparo debe interponerse ante el Juez de Distrito 
dentro de cuya jurisdicción resida a la autoridad ordenadora (artículo 36, -. 
párrafo 4° de la Ley .de Amparo. 

. 1 
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EL QUEJOSO. 

El co'ncepto de quejoso titular de la acción de amparo es compejo y variado, 
según se.tome en cuenta cualquiera de las hipótesis establecidas en el art.!. 
culo 103 Constitucional. Consiguientemente, no podemos tener un concepto -
único, invariable acerca del quejoso, por más que nos sea dable apuntar su 
característica externa.o extrínseca: ser el sujeto de la titularidad de la. 
acción constitucional de amparo. Por tal motiv· o, en nuestra preten.sión de 
formular una idea lógio-juridica de quejoso en el juicio de llmparo debemos 
referir nuestras consideraciones necesariamente a cada una de las fracciones 
del artículo 103 Constitucional que consignan sendas hipótesis de proceden­
cia del juicio de garantía. 

Desde luego, para la fijación del concepto en cada una de dichas hipótesis 
disponemos de algunos elementos que son comunes a éstas, como son el de per. 
soria y el de agravio personal directo,pero por otra parte, tenemos·factores 
que varían como son los de objeto de co.ntravención y de autoridad. La idea 
de quejoso' o titular de la acción de amparo, se resuelve en estos tres con­
ceptos formulados en razón de cada una de las hipótesis de procedencia del 
medio de control consagradas en el artícul~ 103 ·constitucional. 

a).- El gobernado (elemento personal), a quien cualquier autoridad estatal . . 

(elemento autoridad) ocasiona un agravio personal y directo. (elemento cons! 
cuent.e o de consecuencia) violando para eelo una garantfa individUal (ele-­
mento teleológico legal de la contravención), bien. por Ínedio de un acto en 
sentido estricto o de una ley (acto reclamado). 

,b).- El gobernado (elemento personal), a quien cualquier autoridad federal 
(elemento autorid~d) ocasiona un .agravio personal y directo (elemento cons!. · 
cuente o de consecuencia), co.ntraviniendo para el lo la órbita constitucional · 
o legal de su competencia respecto de las autoridades locales (elmento tele.Q. 
lógico-normativo de la violación), bien sea mediante un acto en sentido es-­
tricto o una ley (acto reclamado). 

c).-. El gobernado (elemento personal) a quien cualquier autoridad local 
(elemento autoridad) origina' un agravio personal y directo !(elemento conse-
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cuente o de consecuencia), infringiendo para ella la órbita constitucional o 
legal de su competencia frente a las ·autoridades federales (elemento teleol.Q. 
gico-normativo.de la contravención), bien sea por medio de un acto de senti­
do es.tricto o de una ley (acto reclamado). 

El elemento personal que integra el concepto de "quejoso" esU constituido -
cualquier gobernado •. La idea de gobernado equivale a la del sujeto cuya es­
fera puede ser materia u objeto de algún acto de autoridad, total o parcial­
mente. Ahora bien, ~orno gobernados, es decir, como sujetos cuya esfera pue­
de ser afectada .total o parcialmente por un acto de autoridad pueden ostentar 
se tanto las personas físicas (individuos) como las personas morales de der!_ 
cho privado (sociedades y asociaciones de diferente especie), de derecho so­
cial (sindicatos y comunidades agrarias), organismos descentralizados y per­
sonas morales de derecho público, llamadas también personas morales ofici.a--.. . 
les. La condición de quejoso que.puede tener todo individuo se deriva .de la 
titularidad que tiene de las garantías iñdividuales consagradas en· la Ley -­
Fundamental, dada su condición de "gobernado" • 

. ,, 

'.·,:,.;. 
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INEXACTA APLICACION DEL PRINCIPIO DEL PARRAFO III DEL ARTl 
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En.la presente ocasión nos vamos a referir al modo o manera como se integra -
una· sentencia en el juicio de amparo, aludiendo a las partes 16gicas de elab.Q. 
ración de que se compone. 

La estructura lógica de una sentencia consta de tres capitulas, cuyo conjunto 
constituye el razonamiento jurisdiccional. Tales capltulos son designados 9! 
neralmente con las denomin.aciones de "resultandos", considerándose "puntos r! 
solutivos". 

El 'capítulo relativo a los resultandos contiene la exposición su cinta y con• 
cisa del juicio, la narración de las cuestiones o hechos debatidos, tal. como 
se sucedieron durante el procedimiento, la comprensión histórica, por así. de.:. 
cirlo de los. diferentes actos procesales referidos a cada una de las partes -
contendientes. 

Como se ve, esta primera parte integrante de toda sentencia dictada en un jui 
cio .de amparo propiamente está comprendida dentro del capítulo "resultandos", 
ya que implica la especificación de los actos reclamados y de su comprobación 
ante el órgano jurisdiccional del conocimiento; o sea, la narración 'breve de 
los hechos aducidos por el actor en su demanda. Los considerandos implican o 
significan los razonamientos :lógicos-juridicos fonnulados por el. juzgad~s. r! 
sultantes de 1a apreciación de las pretensiones de las partes relacionadas -­
con elementos probatorios aduc.idos y presentados y desahogados y las situaci.Q 
nes jurfdicas abstractas respectivas previstas en la ley. En las sentencias. 
de amparo también encontramos este capftulo al disponer la fracci6n ll del a.r. 
tículo 77 de la Ley correspondiente. 

Esta disposición de la Ley Org!nica de los artfc~los 103 y 107 Constitucionales 
tiene su correspondencia en el artfculo 222 del Código Federal de Procedimien­
tos Civiles que previene que las sentencias contendrán "las consideraciones j_!! 

rfdi~as aplicables, tanto legales como doctrinales". Por últiroo, los llamados 
puntos resolutivos no son sino las conclusiones concisas y concretas. expuestas 
en fonna de proposici6n 16gica, que se derivan .de las consideraciones jurídicas 
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y legales formuladas en el caso de que se trate. Los puntos resolutivos son 
propiamente los elementos formales de una sentencia que otorgan a ésta el c.!!_ 
rácter de acto autoritario,ya que en ellas .se condensa o culmina la función 
jurisdicciona·1, con efectos obligatorios, tanto los resultandos como. los CO!!. 

siderandos no son sino la preparación lógica-jurídica de la decisión judicial 
que repetimos se precisa en las resoluciones resolutivas. 

El contenido de una sentencia está constituido por la fonna o manera como en 
ella se dice el derecho, acto que resulta de una apreciación,del conjunto pr~ 
cesal, estableciendo las relaciones jurfdicas entre sus diversos elementos y 
actos. En el juicio.de amparo el contenido de la sentencia es triple: o bien 
s~ decreta en ella el sobreseimiento, se concede la Protección de la Justicia 
Federal, o se niega· el amparo. 

La sentencia de sobreseimiento.es el acto jurisdiccional culminatorio del juf 
cio y de la improcedencia de la acción respectiva por falta de acto reclamado. 
La sentencia de sobreseimiento no decide sobre la constitucionalidad o incon1 

. titucionalidad del acto reclamado, pues final.iza el juicio.de amparo med.iante 
la estimación jurídico-legal vertida por el juzgadµ sobre las causas antes -­
mencionadas. 

La sentencia que concede el amparo, según lo.establece el artfculo 80 de la -
Ley Reglamentaria de los artfculos 103 y 107 Constitucionales, "tendrá por ok 
jeto restituir al agraviado en eT pleno goce de la garantía individual viola­
da, restableciendo al estado que las cosas que guardaban antes de la violación, 
el efecto genérico de la sentencia de ampato que conceda la protección de la -

. Justicia Federal consiste en todo caso en la. invalidación .del acto o de los a~ 
tos reclamados y en la declaración de su ineficacia jurfdfca, procediéndose·en 
consecu~ncia confonne a la diferente naturaleza del acto reclamado_ (positivo o 
negativo) y según que haya ha.bido o no contravención de garantfas fodividuales 
o inyasión de ·competencias fede~ales o locales., en su caso. (violaci6n actual. 
o potencia). La nulificación o invalidación del _acto reclamado, como efecto -

·genérico de las ~entencias de amparo que concedan la protección de la Justicia · 
.Federal al quejoso, ha sido reconocida por la jurisprudencia de la Suprema Co!. 
.te. 
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Por lo que toca a la sentencia que niega el. amparo al quejoso, podemos decir -
que ~sta tiene como efecto una vez constatada la constitucionalidad del acto o 
de los actos reclamados, la consideración de válidez de los mismos y de su ef.i 
cacfa jurfdfco constitucional, lo cual no amerita mayor explicación • 

. ;-.'· 

··. ,.': 
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CONCLUSIONES. 

l. Dentro de la síntesis histórica.que hemos expuesto en el presente estudio se 
contempla la lucha ~ontinua en la que ha estado el individuo para hacer res­
petar sus derechos ante las autoridades, por lo que en el transcurso del - -
tiempo se fueron creando instituciones y leyes, para ser recono.cidos y resp~ 

tados por la autoridad.gubernativa. Conforme van desarrollándose las sacie-· 
dades se van creando normas jurfdicas constituyendo lfmites al poder. estatal. 
Va hemos visto que en el derecho consuetudinario y el derecho escrito se han 
ido regulando los derechos del hombre ante la sociedad y el mundo entero, C.Q. 

mo es .el caso de la Declaración ·universal de los Derechos Humanos. 

2. El Derecho Natural al ser reconocido por el orden jurídico pos;tivo y sus -­
elementos r.onsubstanciales:de ·igualdad·y libertad se llevan al rango de .oer~ 
chos Públicos Subjetivos, que reclaman la existencia de una obligaéión corre 
lativa. Todo ello con el contenido juri'dico de obl5gatoriedad, imperativi-­
dad y coercitividad. 

3. Los Derechos Púl)licos. Subjetivos que nacen. de la relación jurídica que impli 
ca la garantía individual son evi.dentemente originarios puesto que exi,sten -. 
para el gobernado desde que este nace o se forma. En otras palabras, se pu~· 
de decir~ que desde el momento que es persona, ya sea ésta ffsica o moral, -
independientemente de.sus éondiciones o circunstanciás particulares. 

4. En su ejercicio jurídico de los derechos que tiene el hombre ante el aparato 
estatal, está la situación de saber que derechos se le reconocen al indivi-­
duo, la forma de organización que toman los· gobernantes y .las relaciones que 
·se establezcan entre unos y otros. y para el logro de la subsistencia común 
influida más que.nada por una realidad social, es necesario que para ello, -
el individuo se subordi~e a un orden jurfdico existente. 

' . 
5. La titul.aridad de los derechos que integran el objeto de las garantías indi-

viduales .surge por la imputación inmediata y directa que hace la Constitu- ~ 

ción a los gobernantes respecto de las situaciones jurfdicas abstractas que 
se contienen en lós preceptos que los instituyen. 

6. Nuestra.Constitución es el resultado de la expresión de los· derechos del in-
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dividuo en todas sus esferas de acción y de la estructura y formas políticas 
de la sociedad organizada jurídicamente en fonna representativa que es el E1 
tado. 

7. Confonne a nuestra Constitución se han establecido en sus primeros 29 artic_!! 
los, los derechos primordiales reconocidos al .individuo, estando fuera del -
ámbito de las actividades políticas o jurídicas de los Poderes Estatales pa­
ra quedar perfectamente garantizados como instituciones del más elevado ca-­
rácter jurídico que es nuestro juicio constitucional, Juicjo de Amparo. 

8. Como consecuencia de la supremacía de la Carta Magna es el principio de leg! 
lidad una conquista trascendental y efectiva traduciéndose en el bien social_ 
colectivo, por lo que además de ser escrita debe ser rígida en beneficio de 
los gobernados dentro del orden jurídico fundamentado y organizado en la Cons 
titución. 

9. Establece nuestra Const.itución que ninguno de los tres Poderes Federales tie­
ne capacidad o facultad de vio.lar o desconocer los derechos o garantías indi­
viduales consignadas a favor de los individuos en ejercicio de sus funciones 
porque en caso contrario, se recurriría al Juicio Constitucional para obligar 

" a los Poderes Federales a respetar las Garantías Individuales imponiéndose la· 
obligación de restituir las cosas al Estado que tenia antes de la violación.­
Constituciona 1. 

10. El procedimiento penal se desarrolla dentro _del marco legal establecido para · 
ello donde las partes aportan una serie de pruebas (confesional, testimonial, 
documental, etc.), mismas que llegarán a normar el criterio del Juez almo-­
mento de dictar sentencia. 
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